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En la siguiente tabla se compara la distribución porcentual por depar-
tamento judicial de las plazas de privación de liberad en las modalidades 
semicerradas y cerradas. 

En términos aproximados, puede señalarse que los departamentos judi-
ciales que en mayor proporción ocuparon las plazas disponibles de los cen-
tros de contención (semicerrados) fueron Bahía Blanca, Morón, Mercedes 
y San Isidro. En cambio, los centros cerrados y de recepción encontraron 
la mayor ocupación de sus plazas por parte de los departamentos judiciales 
de San Martín, Lomas de Zamora y Morón.

Sin embargo, si sumamos ambas proporciones, los departamentos judiciales 
que hacen mayor uso de la privación de libertad entre ambos tipos de insti-
tuciones (contención y cerrados/recepción) son: Morón (32,7%), San Martín 
(24,8%), Mercedes (22,4%), Lomas de Zamora (22,1%) y San Isidro (20,5%).
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En estas cifras se destaca que, por ejemplo, Morón se ubique primero en 
el ranking de uso de medidas de privación de libertad cuando en la distri-
bución de causas total el Fuero está en quinto lugar, luego de San Martín, 
Lomas de Zamora, San Isidro y La Plata, según referenciamos más arriba 
durante el análisis de las IPP o causas. 

Otro caso a destacar es el de La Plata, que si bien se ubica en cuarto lugar 
en cantidad de IPP por departamento judicial, no figura entre los primeros 
en la ocupación de plazas de privación de libertad. 

En sentido inverso, Mercedes no figura entre los cinco departamentos 
judiciales que concentran la mayor parte (50%) del total de las causas del 
Fuero y, sin embargo, se ubica en tercer lugar en el ranking de uso de pla-
zas de encierro (absoluto –cerrados/recepción– y/o relativo –contención/
semicerrados–).

Consideramos que estos indicadores –aunque de carácter general y orien-
tación amplia sobre las formas y criterios heterogéneos para la adminis-
tración penal juvenil– nos obligan a postular la necesidad de una política 
institucional de monitoreo, control y delimitación de líneas de gestión que 
ubiquen un sentido interpretativo claro a los principios del interés superior 
del niño, del derecho penal mínimo –operativo y jurisprudencial– y que 
sea taxativo en las competencias y límites del sistema penal punitivo. Por 
ello, se torna una necesidad de urgencia el definir una clara política penal 
juvenil (judicial y administrativa) con arreglo a derechos y mínima inter-
vención penal que minimice las “adaptaciones” locales, en las que se hace 
visible un desigual acceso al tipo de administración de justicia sobre los 
más jóvenes. 

El informe del Ministerio Público sobre el Fuero y Sistema Penal 
Juvenil

La Comisión para el seguimiento del funcionamiento del Fuero de Res-
ponsabilidad Penal Juvenil se creó el 7 de abril de 2009 bajo resolución 
806/09. Cumplido el tiempo previsto para su funcionamiento presentó el 
19 de octubre de 2010 su informe final, firmado por representantes de la 
Procuración de la Suprema Corte de la provincia de Buenos Aires134.

Sus principales señalamientos se basan en pedidos de informes a los 

134. Firman el documento los siguientes funcionarios: Susana De Ferraris (Secretaría de 
Estrategia Institucional y Gestión), Pablo Rossi (Registro de Personas Detenidas), Home-
ro Alonso (Secretario de la Procuración General), Ariel Bonomi (Ab. Inspector Suprema 
Corte de Justicia), Néstor Trabucco (Secretaría de Planificación).
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jueces sobre las visitas a las instituciones y también entrevistas y telecon-
ferencias con magistrados, defensores y fiscales. En su documento final, 
advierten –en coincidencia con lo que sostuvo la CPM en sus informes 
anuales 2010 y 2011– que los intentos de cambios de la ley 13.634 aconte-
cidos durante 2009 no partieron de diagnósticos rigurosos con información 
estadística y de campo, y atendieron sólo a cuestiones parciales de la nor-
mativa, la que consideran que debe ser integralmente revisada en virtud de 
un posible cambio.

Asimismo, en el informe se destaca que los fiscales del joven iden-
tifican dificultades para desarrollar su tarea por la carga de trabajo y 
la coordinación con los juzgados de mayores para instruir causas con 
coimputados mayores y menores, aunque la Comisión recuerda en su 
informe que la resolución 504/09 de la Procuración indica que cuando 
cese la intervención con el menor la causa debería salir de la órbita del 
Fuero Juvenil.

Sobre las audiencias orales señala que los jóvenes no son trasladados por 
el Ministerio de Desarrollo Social o que éstas se superponen por descoor-
dinación y otro tipo de fallas institucionales de tipo organizacional. Indican 
que existe una “contaminación de escritos” que atenta contra la oralidad 
recientemente implementada en el Fuero Juvenil. Sugieren la realización de 
capacitaciones para erradicar estas prácticas y recomiendan que la Procura-
ción establezca una política de gestión para estandarizar criterios. También 
sugiere la creación de la Oficina de Gestión de Audiencias y un protocolo 
de archivo y conservación de los audios que resguarde su legalidad. Sobre 
los equipos técnicos auxiliares (ETA) sugiere que se los capacite y diag-
nostique su situación a fin de arribar a un diagnóstico y a una organización 
de tareas, objetivo que excede las tareas realizadas por esta Comisión en el 
período de funcionamiento.

Sobre los centros cerrados y de recepción, indica que de los operado-
res del poder judicial “surge una fuerte preocupación por la precariedad 
de los establecimientos creados por el poder ejecutivo para la recepción, 
contención y fortalecimiento de los derechos de los jóvenes”, especial-
mente por la precariedad edilicia y de infraestructura, la lejanía de sede 
judicial, la falta de actividades recreativas y educativas, de personal es-
pecializado, de dispositivos de atención a las adicciones, superpoblación, 
alojamiento indistinto de procesados, condenados e inimputables bajo 
medidas de seguridad, de menores de 16 años y mayores de edad en los 
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mismos espacios y la inacción del poder ejecutivo en el cumplimiento de 
las sentencias de habeas corpus correctivos sobre éstos. En todos estos 
aspectos, el diagnóstico de esta Comisión coincide con los que la CPM 
sostiene desde hace ya varios años en sus informes anuales, presentacio-
nes administrativas, judiciales y públicas.

En su informe, la Comisión también sugiere la creación en la Suprema 
Corte de un registro de hábeas corpus presentados sobre estos centros a fin 
de evitar superposiciones y contradicciones, en tanto: “se advierte que en 
las visitas e inspecciones realizadas en términos de hábeas corpus surgen 
criterios y valoraciones disímiles por parte de los magistrados intervinien-
tes”, señala la creación de un protocolo estandarizado y sugiere que se uti-
lice a fin de unificar criterios de observación y seguimiento, así como la 
creación de un área especializada a tales fines. Estas problemáticas sobre 
las “visiones” judiciales acerca del encierro (muchas de las cuales despro-
blematizan y/o naturalizan los estados de precarización tratamental y de 
derechos) también han sido ampliamente analizadas y denunciadas en los 
informes anuales y presentaciones judiciales del Comité, en muchos casos 
obteniendo fallos adversos y/o sentencias incumplidas sin ningún segui-
miento, sanción o costo para quienes desde las instituciones incumplen las 
mandas legales y judiciales.

El documento elaborado por la Comisión también advierte sobre la ca-
rencia de centros psiquiátricos adecuados para derivaciones del Fuero de 
Familia: “ello conduce a una situación en la que aun cuando medie una 
patología como la descripta, el único marco en que se puede dictar una 
medida que efectivamente se materialice en la ubicación del joven en un 
centro con adecuados dispositivos de seguridad, es el del Fuero Penal Juve-
nil”. Advierte sobre la falta de dispositivos para mayores de 18 años depen-
dientes del Fuero Juvenil y la necesidad de crear instancias institucionales 
de diferenciación para medidas cautelares y condenas.

Sugiere continuar capacitaciones en pos de instaurar la oralidad como 
eje procesal y el seguimiento de buenas prácticas. Advierte sobre la falta 
de capacitación policial y escasez de recursos para traslados del Ministerio 
de Desarrollo Social. También recomienda que se capacite a la policía y se 
haga un banco de datos sistematizado de jurisprudencia del Fuero Juvenil 
a través del Registro de Procesos del Niño, que hasta la actualidad no se ha 
creado o no se ha hecho público su acceso (lo cual sería de gran valor para 
la defensa privada en el Fuero Juvenil y para la formación académica de los 
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futuros abogados en materia penal juvenil).
Sobre las inconsistencias entre la ley 22.278 y la 13.634 (el modelo de la 

doctrina irregular y el del sistema penal acusatorio sobre el que ya hicimos 
referencia más arriba) sostiene que: “lleva a la necesidad de conjugar, a 
la hora de resolver casos concretos, normas de diversa jerarquía que pre-
sentan inconsistencias genealógicas y criterios de aplicación contradicto-
rios entre sí. La espacialidad del Fuero Penal Juvenil presenta principios 
propios –interés superior del niño, preferencia por la justicia restaurativa, 
excepcionalidad de la privación de libertad, etc.– que en algunos casos no 
tienen recepción legal en la normativa de orden nacional y en otros han sido 
tomados por la ley 13.634 sin el adecuado desarrollo tendiente a su efectiva 
implementación. Esta comisión entiende que el cuadro descripto no podrá 
ser enteramente resuelto hasta tanto la normativa local y la nacional pre-
senten en su conjunto un régimen legal coherente, tanto entre sí como con 
la normativa constitucional e internacional aplicable”.

Sobre este último punto, este Comité acuerda sólo parcialmente con la 
postura de la Procuración. Por una parte, consideramos absolutamente 
imperativo el avance en legislación acorde al modelo de derechos, como 
ya hemos expresado, sin someter o condicionar extorsivamente esta san-
ción a la baja de edad de punibilidad. Sin embargo, disentimos respecto 
de la postura que señala que los desarreglos entre la ley 13.634 y 22.278 
sólo encuentren solución en el cambio de legislación. Consideramos que 
si bien esa sería su solución de fondo, no obstante, mientras transcurra 
este período de incongruencias legislativas, es imperativo (como seña-
lamos más arriba) el diseño de una política penal juvenil provincial cla-
ra, taxativa (operativa y jurisprudencialmente) que demarque criterios 
aprehensibles sobre los principios de gran abstracción. Principios que 
actualmente, en su “conservación abstracta” para el uso “operativo/es-
tratégico”, permiten un amplio y discrecional margen de maniobra, como 
por ejemplo la heterogénea y contradictoria resolución de situaciones que 
avalan al unísono términos como “el interés superior del niño”, “hechos 
graves”, etc. que en este margen habilitado por una política sin política 
pueden hallar eco de igual modo tanto para medidas progresistas como 
para medidas retrógradas. Como ya mencionamos, el escenario de legis-
laciones genealógicamente divergentes obliga justamente a realizar es-
fuerzos de coordinación institucional que incluyan pautas operativas y 
líneas de gestión claras pero también mecanismos de control, monitoreo y 
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sanción frente a su incumplimiento, de modo tal de reducir los márgenes 
discrecionales que en buena parte atentan contra los derechos de los niños 
y adolescentes atravesados por un sistema penal/punitivo que –a través de 
una política sin política– en ocasiones vulnera aún más sus derechos.

Situación procesal y condenas
Como hemos referido en informes anteriores, la implementación de 

los principios rectores de la ley 13.634 a través del Fuero Penal Juvenil 
bonaerense no ha sido acompañada por la construcción y publicidad 
de indicadores rigurosos y conceptualmente relevantes que permitan 
evaluar las prácticas de los operadores judiciales en cuanto al tipo de 
administración de justicia sobre los adolescentes que se lleva adelan-
te en el marco de las nuevas normativas. Hasta ahora sólo se ha dado 
cuenta de la cantidad total de expedientes (IPP) que ingresan al Fuero, 
aún con graves problemas de contabilización en cuanto a la inclusión 
de acciones extrañas al universo delictivo adolescente, como ya expli-
camos más arriba. Aún con esta falencia, las IPP sólo se desagregan por 
departamento judicial y por bien jurídico, aunque no por ambas varia-
bles a la vez (es decir, no se desagrega la distribución de tipos de delitos 
acontecidos al interior de cada departamento judicial). Raramente se 
difunde la cantidad de niños involucrados o se hace alguna referencia 
sobre edad y género. 

Hasta allí tenemos, meramente, el escueto límite que impone la justi-
cia para conocer su quehacer: todo queda en la puerta de entrada. Si la 
cantidad de IPP que ingresan (por jurisdicción y causal) es apenas lo que 
la justicia “recibe”, estas cifras nada dicen sobre lo que la justicia “hace” 
con esos hechos y los adolescentes involucrados. Por eso, la “puerta de 
entrada” presenta un límite infranqueable a partir del cual no se sabe la 
distribución de la cantidad de esos expedientes que se cierran (ni por qué 
motivos); la cantidad de medidas alternativas y de privación de liber-
tad que se disponen, por qué lapsos y en qué instituciones; tampoco se 
conocen la cantidad de causas que se elevan a juicio oral ni la cantidad 
de causas resueltas por suspensión de juicio a prueba, remisión, o juicio 
abreviado. Nada se conoce acerca de la distribución de los montos de 
condena, sólo a modo de un sensible ejemplo.   

Por ello, y a partir de la necesidad de contar con mayor cantidad de datos de 
la situación judicial en general y procesal -en particular de los jóvenes dete-
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nidos en centros cerrados y de recepción de la provincia de Buenos Aires-, se 
sistematizó la información obtenida en el marco de las entrevistas efectuadas 
durante las inspecciones a centros de detención de niños durante 2011.

Si bien por su forma de construcción y relevamiento (entrevistas en ins-
pecciones de monitoreo a lugares de encierro) no resultan generalizables 
a la totalidad de los jóvenes y causas judiciales, no obstante, al menos de-
muestran tendencialmente el tipo de respuestas que el sistema judicial dis-
pensa sobre el conjunto de adolescentes privados de libertad. 

Como lo reiteramos en informes anteriores, persiste sin disminución el 
uso masivo y generalizado de la prisión preventiva en la ocupación de las 
plazas de encierro; que en el 71% de los casos alojan adolescentes pro-
cesados. Del 29% restante que está condenado, en el 73% de los casos el 
expediente se resolvió con la cuestionada figura de juicio abreviado, que 
resulta violatoria de derechos, coercitiva y carente de la suficiente cantidad 
de explicaciones y/o reuniones entre los jóvenes y la defensa, ya que como 
se ha relevado en muchos casos sólo los han visto al momento de formarlas 
o directamente han manifestado no comprender cabalmente de qué consta 
este procedimiento. En otros casos los jóvenes acceden a través de estrate-
gias (directas o indirectas) de convencimiento “extorsivo” de los operado-
res que instan a tales resoluciones aduciendo la posibilidad de pedir mori-
geraciones o cómputos, de ser “la mejor opción posible” (aun cuando los 
montos de las condenas en ocasiones son más elevados que el máximo que 
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señala la ley) o frente a un potencial pedido de condena “duro” por parte del 
fiscal. Acaso un ejemplo emblemático en este sentido es el pedido de monto 
de condena que efectuó el Fiscal de San Martin Dr. Fabián Hualde a los 
jóvenes involucrados en el mediatizado caso del jugador de futbol Cáceres, 
por el que requirió 38 años de condena para los adolescentes acusados135.

Ciertamente, se hace necesario poner en cuestión las líneas de política 
penal que el ministerio público promueve a través de sus fiscales, ajus-
tándolas a los principios dogmáticos y jurisprudenciales del enfoque de 
derechos del niño y de la Justicia Penal Juvenil parametrizado por los ins-
trumentos internacionales y nacionales en la materia. Por otra parte, sería 
propicio que las estrategias de la defensa pública del Fuero Penal Juvenil 
se concentren en poner en tensión estos aspectos antes que “proponer” a 
sus defendidos arreglos por juicio abreviado, ya sea por lo “expeditivo” 
(concepto escandaloso para una reciente legislación penal juvenil que se 
funda y justifica en el acceso al debido proceso de los más jóvenes) de éstos 
o por la “conveniencia” frente a la carga punitiva de fiscales que muchas 
veces parecieran olvidar los principios de la especialidad proponiendo 
penas prolongadas y solamente comprensibles en un horizonte de sentido 
orientado a la incapacitación de los jóvenes.  

En este sentido, el uso masivo del juicio abreviado en personas menores 
de edad alerta sobre la vulneración de los derechos y garantías reconoci-
dos como fundantes de la nueva legislación penal juvenil, transformando 
la administración de justicia en un expendio ágil de penas sin proceso.

Pocos de los fundamentos del acceso de los más jóvenes al mundo de las 
garantías y los derechos procesales pueden seguir sosteniéndose en el uso 
extendido y desregulado de este instituto jurídico, por cierto constitucio-
nalmente objetable. Aún por fuera de principios jurídico-constitucionales, 
el imperativo judicial de “responsabilizarse” hacia los jóvenes detenidos 
pivotea con el ridículo en un escenario donde se les propone asumir res-
ponsabilidades y “pagar una condena” por un acto no sometido a juicio y 
debate. Acaso se trate de las paradojas de lo que el sistema judicial ofrece y 
demanda sobre su clientela juvenil.  

Por último, los montos de condena también se muestran elevados, 

135. Este caso es sólo un ejemplo, seguramente no se trate del único pedido de este tipo o 
inclusive de prisiones perpetuas a personas menores de edad. Lamentablemente, al no tra-
scender salvo en casos excepcionales como éste, el fenómeno no puede ser descripto en 
mayor medida. Además no existen estadísticas sobre los montos de condena requeridos 
por los fiscales del joven, indicador que podría mesurar esta carga punitiva y monitorear 
el principio de especialidad del Fuero.
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aunque por ser casos relevados en el encierro se presume que son aún 
menos representativos del total que el uso del abreviado. Las condenas 
(tanto por abreviado como por juicio oral) se ubican en promedio en 7,2 
años de duración, lapso extenso y aún más prolongado en el momento 
del desarrollo vital/biográfico propio de la adolescencia, motivo que 
funda el principio de penas mínimas para los jóvenes y del cual pare-
ciera –al menos en este subuniverso relevado– estar muy lejos de su 
cumplimiento. Aún sin considerar un indicador clave como es el tipo de 
carátula para dar inteligibilidad a la lectura sobre los montos de conde-
na, se destaca por su peso que el 33,4% de las condenas relevadas son 
mayores a los seis años de duración, plazo máximo de imposición vía 
juicio abreviado y con una temporalidad (una “paga” penal) que en su 
extensión representa un tercio del ciclo vital de un joven de 18 años al 
momento de ser condenado. 

Detención policial y alojamiento en comisarías
Otro aspecto que ya hemos trabajado en informes anteriores pero que 

merece señalarse nuevamente es el de las prácticas policiales sobre ni-
ños y adolescentes. Aunque existen más puntos a tematizar que los aquí 
presentados, se destacan por su relevancia dos aspectos: la violencia 
durante la aprehensión y el alojamiento –incluso por períodos prolon-
gados– de personas menores de edad en dependencias policiales. Un 
tercer elemento de análisis crítico lo constituye la confección policial 
de “books” o bancos de imágenes que luego formarán parte del acervo 
policial para la construcción (“armado”) de causas, la sugerencia indi-
recta a testigos y damnificados para la identificación de algún joven en 
la “resolución de un hecho”, etcétera. Sobre estas temáticas se ha expe-
dido el Juzgado de Garantías del Joven N° 2 de Mar del Plata así como 
también se han efectuado presentaciones desde la Defensoría del Joven 
N° 16 de La Plata y han repercutido en fallos judiciales y disposiciones/
resoluciones ministeriales del área de seguridad, en muchos casos con 
un nulo seguimiento en su aplicación.

No obstante, en esta sección analizaremos sólo los dos primeros ejes: la 
detención y la estadía en la comisaría. Respecto del primero, sobre un total 
de 116 jóvenes entrevistados en centros cerrados y de recepción, el 42% 
recibió golpes y golpizas severas durante la instancia de aprehensión, lo 
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cual indica, una vez más, la necesidad de implementar políticas de sanción 
y control sobre tales prácticas, sobre las que rara vez (aun cuando sus resul-
tados son gravísimos) ejercen algún tipo de intervención formal que ponga 
límite a la impunidad policial a la hora de desplegar diversas violencias so-
bre los cuerpos aprehendidos, violencias que incluso se aplican luego de la 
captura física, es decir, como puro daño y exhibición de fuerza/autoridad. 

Esa violencia actualiza y consagra el rito relacional (preexistente) en-
tre los agentes policiales y los jóvenes136 al momento de una detención 
que sólo en algunos casos derivará en la apertura de un expediente ju-
dicial. Existen varios ejemplos en las presentaciones del Defensor del 
Joven Dr. Axat de La Plata donde los ingresos a las comisarías no en-
cuentran correlato en la apertura de una IPP o derivación a un Servicio 
Zonal, sino “entradas” a detenciones por tiempos breves que no tienen 
justificativo legal alguno. 

En este caso, al haber entrevistado a jóvenes en centros de detención, 
los indicadores sobre detención y permanencia en comisaría brindan in-
formación exclusivamente sobre el universo de prácticas de aprehensión/
detención y permanencia en comisaría en los casos en los que efectiva-
mente se inició y prosiguió una IPP (causa) en el Fuero Penal Juvenil; es 
decir, en los que se “blanquea” y prosigue tales detenciones en el sistema 
judicial. Lo cual no significa que en todas las otras detenciones donde 
no se abra una IPP no tenga conocimiento el poder judicial, tal como 
demuestran las respuestas de la policía bonaerense a través del ex Minis-
terio de Seguridad al litigio presentado por el Dr. Axat antes mencionado, 
donde la agencia policial puntualiza que en las cuestionadas detenciones 
que figuraban en el libro de entradas de la comisaría, aunque irregulares, 
en muchos casos se notificaron a los operadores judiciales en turno, que 
luego no ejercieron el debido control de legalidad y/o litigio alguno res-
pecto de tal práctica policial.

136. En muchos casos tales vínculos relacionales son preexistentes en cuanto forman 
parte de las tecnologías de gobierno de los territorios sociales periféricos y de los nodos 
urbanos céntricos por parte de la fuerza policial, aunque con especificidades propias en 
cada uno de estos espacios. Esta relación de proximidad entre determinados jóvenes y los 
agentes policiales se sedimenta en el tiempo a través del maltrato verbal y psicológico ru-
tinario, de los cacheos, requisas y humillaciones en el espacio público, de las amenazas y 
golpes pero también del robo o pillaje que los agentes policiales practican en forma recur-
rente sobre las pertenencias (lícitas e ilícitas) de los jóvenes y/o los bienes obtenidos en 
hechos delictivos, dinámicas de sometimiento, concesión y regulación. Un instrumento 
fundante para el ejercicio de este tipo de gobierno son las múltiples y recurrentes deten-
ciones en comisaría por períodos relativamente breves (horas) bajo la figura de “entrega 
de menor”, “averiguación de identidad” u otras categorías ambiguas e ilegales.
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Como explicamos más arriba, por el tipo y lugar de relevamiento, una 
parte importante de la actividad policial (la que no se prosigue en una 
IPP) quedará por fuera de las cifras aquí analizadas. A la detención que 
hemos descripto –y que registra violencia física institucional directa en 
cuatro de cada diez casos– se le sucederá otra práctica absolutamente ile-
gal que es la del alojamiento de los jóvenes en las dependencias policia-
les. Por el recorte de situación impuesto por el tipo de registro (entrevistas 
a jóvenes encerrados en instituciones penales) esta situación se torna más 
grave en forma superlativa en tanto al ser procesos judiciales en marcha, 
indefectiblemente jueces, fiscales y defensores han tomado conocimiento 
cabal y vinculante de tal situación. Sin embargo, como ya hemos men-
cionado, el alto grado de naturalización, justificación, inacción, subesti-
mación, tolerancia y/o promoción de los operadores judiciales sobre este 
tipo de prácticas policiales constituye la condición de posibilidad para 
que tales violencias se naturalicen y formen un “piso común” de violación 
estructural de derechos. Ello significa que sin tolerancia judicial no sería 
posible el nivel de violencia y violación de derechos hacia los jóvenes por 
parte de la fuerza policial.  
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Aún cuando estos datos no puedan ser estadísticamente generalizables 
por no tratarse de una muestra representativa ni de una investigación que 
haya enfocado en estos aspectos (como sí lo constituyó la realizada durante 
2010 cuyos resultados se publicaron en el Informe Anual 2011), no obs-
tante, los resultados de la sistematización de las entrevistas efectuadas du-
rante las inspecciones a los jóvenes en centros cerrados y de recepción dan 
cuenta de la persistente violación a los derechos y violencia policial: nueve 
de cada diez fueron alojados en una dependencia policial luego de ser de-
tenido, práctica absolutamente prohibida por normas locales (provinciales 
y nacionales) e internacionales (fallos sancionatorios contra Argentina, re-
comendaciones e instrumentos de derechos humanos). El 40% de ellos fue 
golpeado y/o torturado de diversas maneras dentro de tales dependencias 
policiales. Solo el 10% del total de jóvenes sortea el paso por la comisaría, 
el 90% padecerá este tipo de alojamiento y en cuatro de cada diez casos 
se ejercerán dentro de estas dependencias actos de tortura a través de la 
utilización de la violencia física-institucional, en situaciones de extrema 
indefensión y asimetría.

Entre los jóvenes que estuvieron alojados dentro de la comisaría, el 
29% permaneció allí entre 1 y 6 horas, el 35% de 7 a 12 horas y el 36% 12 
horas o más, llegando en algunos casos a permanecer en las dependencias 
varios días. Como ya hemos mencionado en otros informes, aun cuan-
do hipotéticamente tomásemos como válido el infundado y escandalo-
so “consenso” que existe entre los operadores judiciales (fiscales, jueces 
y defensores) sobre la “tolerancia” permitida para que los adolescentes 
transcurran las primeras 12 horas de aprehensión que marca la ley 13.634 
como plazo máximo hasta tanto se defina su detención o liberación, no 
obstante, en cuatro de cada diez casos el plazo que se transcurre dentro 
de comisarías y bajo la dependencia de las fuerzas policiales excede el 
tiempo legal de definición para convertir una aprehensión en detención. 
En otras palabras: el uso de las comisarias se extiende mucho más allá 
de los ya cuestionables “consensos prácticos” sobre sus límites entre los 
operadores del Fuero. Una vez más, sin tolerancia judicial, el alojamiento 
de personas menores de edad en comisarías y la violencia sistemática so-
bre ellos no sería posible en los niveles en que se registran. En este punto 
también, una política sin política es aquélla que en buena medida genera 
las condiciones de posibilidad para el despliegue de las prácticas de los 
perpetradores del sistema de la crueldad juvenil.    
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Régimen de convivencia en centros cerrados y de recepción: resolu-
ción 370/11 del Ministerio de Desarrollo Social 

Durante el año 2011 –por resolución ministerial– terminó de definirse 
una modalidad estandarizada de trabajo con reglas mínimas a las que to-
dos los centros cerrados y de recepción debían y deben ajustarse respecto 
al acceso a derechos, tratamiento y cuidado de los jóvenes que permane-
cen privados de su libertad en estos espacios institucionales. 

Como mencionamos en el anterior Informe (2011), luego de un trabajo 
permanente del equipo del Comité contra la Tortura de la CPM y en el mar-
co de una mesa de diálogo iniciada en 2010 con la entonces Subsecretaría, 
se logró conformar este régimen de normativas mínimas, el que se aprobó 
finalmente en mayo de 2011. Así es como algunas cuestiones generales de 
este nuevo régimen de convivencia, adaptándose a la normativa vigente, 
deja planteando en sus principales lineamientos: 

- En la introducción del documento se establece la obligación de publi-
carlo en cada institución a la vista de todos los jóvenes. A su vez, define 
la necesidad de trabajar estas pautas con los jóvenes, no sólo a través de 
su lectura ritual sino también de su comprensión integral.

- También se hace referencia al ingreso, permanencia y actividades que se 
desarrollan en el Centro. Es taxativo acerca de la necesidad de integración 
inmediata de los jóvenes a las actividades luego de su ingreso, prohibiendo 
la instalada práctica de aislamiento por varios días. Respecto de las activi-
dades institucionales señala que el espacio educativo debe garantizarse por 
sobre las sanciones y ante cualquier tipo de restricción. Con relación a la 
recreación, actividades deportivas y de capacitación laboral, deben estar 
garantizadas y privilegiarse en cantidad y calidad, no pudiendo cercenarse. 
Los jóvenes deben permanecer en los espacios educativos/formativos la 
mayor parte del tiempo, obedeciendo a una idea de fortalecer vínculos y 
posibilidades de inclusión. 

- Asimismo, señala la necesidad de mejorar las comunicaciones te-
lefónicas, el acceso a llamadas en privacidad y a recibir las visitas de 
sus familiares sin que se le practiquen a los visitantes requisa vejatoria; 
estableciendo el derecho a la visita íntima para todos los jóvenes que 
tengan pareja.

- En cuanto a la vestimenta, se establece la obligación de garantizar el 
uso a la ropa personal y la conservación de objetos personales en la celda. 
De igual manera señala para el personal institucional la prohibición de leer 
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la correspondencia de los jóvenes. 
- Prohíbe expresamente el uso de la fuerza física hacia los jóvenes y 

en el caso de utilizarse para el cuidado de otros (por ejemplo ante una 
pelea) sólo puede ser instrumentada a los efectos de evitar que las per-
sonas se lastimen utilizando la mínima indispensable. Además, impone  
que tales acontecimientos sean registrados por escrito con posibilidad 
de apelación, estableciendo que las sanciones deben ser notificadas a 
los defensores.

- La resolución también establece un sistema de sanciones disciplinarias 
ajustado a la normativa vigente: “El régimen disciplinario se fundamenta 
en lo dispuesto en las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección 
de los Menores Privados de Libertad (res. 45/113 – 2 de abril de 1991), 
según lo establece en su capítulo L. Procedimientos disciplinarios. Artí-
culos 66 a 71. En forma subsidiaria se aplica la ley 12256 de ejecución 
penal bonaerense de acuerdo a lo establecido en el capítulo Disciplina. 
Artículos 42 al 61.”

Se establece que “los sistemas disciplinarios institucionales no podrán 
incluir medidas más gravosas que las establecidas en el sistema general 
establecido”. Y que debe tender a que: “la aplicación de medidas que 
impliquen la reparación, el apercibimiento, la amonestación u otros me-
canismos educativos que no incluyan el encierro en la celda”. A la vez: 
“se encuentra prohibida la imposición de sanciones colectivas (…) ni 
acumulativas”. Además, la imposición de medidas disciplinarias que im-
pliquen el encierro en la celda deberá siempre considerar la razonabilidad 
del plazo y ser el último recurso: “Deberán implementarse mecanismos 
de remisión de medidas disciplinarias con el fin de evitar la prolongación 
excesiva de las mismas. Se habilitará un sistema de apelaciones tal como 
lo establece la Ley de Ejecución Penal”. 

A posteriori de la puesta en vigencia de la reglamentación señalada, des-
de el comité contra la tortura de la cpm realizamos distintas inspecciones a 
los centros cerrados y de recepción provinciales a fin de evaluar la imple-
mentación de este nuevo régimen de convivencia.

De este modo constatamos que, en la mayoría de los centros cerrados 
y de recepción se incumple con gran parte del Régimen aprobado por la 
autoridad de aplicación:
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Inspecciones a Centros Cerrados y de Recepción.
Inspección del 21 de junio de 2011 al Centro Cerrado Almafuerte 
“Escolaridad: Las clases tienen una duración total de 1:30 hs. por jor-

nada. Teléfono: Pueden hablar solo 1 vez por semana, por el lapso de 
10 minutos. Agresiones físicas: Se entrevistó a un joven que había sido 
golpeado por los asistentes de minoridad 72 hs. antes de la inspección. 
Exhibición del reglamento: A los jóvenes no se les entregó copia alguna 
del mismo ni se les comentó en forma oral. En ningún sector de la insti-
tución se encuentra exhibido. Recreación en Pabellón Derecho: Salen 4 
horas por día de la celda. Si este horario se superpone con la escuela o el 
taller de computación o gimnasia el tiempo de recreación en comedor se 
ve reducido. Permanecen encerrados en las celdas individuales entre 16 
y 18 horas por día”. 

Inspección del 20 de julio de 2011 al Centro Cerrado Mar del Plata 
“Actividades: No se realiza ningún tipo de actividad recreativa o for-

mativa (talleres, etc.) y tampoco hay escuela por el receso invernal. Los 
jóvenes permanecen en el comedor y/o patio del módulo de 10 a 22 hs. 
todos los días, espacio solo provisto con una TV, mesas y bancos de ce-
mento. Vestimenta: Algunos jóvenes estaban con ropa institucional en 
mal estado (inclusive con ojotas y medias a pesar de ser un día muy frío) 
y otros con ropa personal. Sanciones: uno de los jóvenes del módulo 1 
manifestó que le ordenaron permanecer sancionado 23 días y otro joven 
del módulo 2 por 30 días. En ambos casos las sanciones no excedieron los 
5 a 7 días ya que la defensa tomó conocimiento del tema y presentó una 
queja a la institución (no existen los partes escritos de dichas sanciones). 
Acceso al reglamento: Los jóvenes desconocen reglamento o régimen de 
vida alguno. A nadie se le proveyó por escrito ni se le comentó en forma 
oral. No hay copia alguna del reglamento ni de los teléfonos de organis-
mos de derechos humanos en ninguna parte de la institución”. 

Inspección del 9 de agosto de 2011 al Centro Cerrado COPA (La 
Plata) 

“Entrega del Reglamento: al ingresar les hacen leer el nuevo régimen de 
vida y de sanciones pero no les entregan copia. No está en lugares visibles 
de la institución. Sanciones: se encuentran sancionados desde hace 5 días con 
sanción colectiva (5 de ellos). Solo concurren a la escuela y van al comedor 
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para las comidas diarias (desayuno, almuerzo, merienda y cena) consistiendo 
la sanción en pérdida de recreación y suspensión de talleres. Les permiten hacer 
descargo pero desconocen que pueden apelar al juez o solicitar revisión de par-
te con el defensor. Vestimenta: no les permiten usar zapatillas ni ropa propias, 
usan ojotas como único calzado. Al patio: concurren 3 veces por semana 1 ó 2 
horas. Golpes: un chico entrevistado refiere que cuando ingresó, el coordinador 
del Centro le grito y él contestó “vos no sos nadie para gritarme”, entonces el 
coordinador le golpeó la cabeza contra la pared y lo lastimó en la frente. Visitas 
íntimas: No tienen acceso. Requisas: se realizan en forma excesiva: cada vez 
que se bañan, cada vez que asisten a alguna actividad,  y en forma colectiva o 
de más de un joven por vez”. 

Inspección del 25 de agosto de 2011 al Centro de Recepción La Plata
“Sanciones: para este sector ‘de conducta’ la sanción puede consistir 

en el traslado a otro sector de admisión y el aislamiento entre 5 a 7 días. 
Escolaridad: los jóvenes manifestaron asistir a la escuela, aunque en la 
semana de la inspección no habían concurrido ningún día por motivos 
que desconocen. Cuando asisten lo hacen en grupos de a dos jóvenes 
por vez, de 10 a 11 hs. es decir, 1 hora diaria. Vestimenta: no poseen 
ropa propia, sino bermudas y musculosas provistas por la institución de 
color rojo con azul. La ropa se cambia dos veces a la semana, martes 
y viernes. No les permiten el uso de zapatillas, deben permanecer todo 
el tiempo (inclusive en invierno) con ojotas. Llamados telefónicos: se 
permiten llamados telefónicos todos los miércoles durante 15 minutos y 
los viernes durante 10 minutos. Los jóvenes no pueden discar el nume-
ro sino que lo hacen los ‘maestros’. Los pabellones: Admisión 4: sólo 
salen al patio grande cuando juegan al fútbol. Colchones en la celda: 
durante el día se les retira el colchón, de 9 a 20 hs. Las requisas que 
les realizan a ellos las hacen diariamente de forma colectiva, con tres 
flexiones. Admisión 3: En él se encontraban 16 jóvenes, siendo el cupo 
de 8 camas, distribuidas en 4 cuchetas. La recreación la realizan en el 
mismo patio del sector, de muy escasa superficie y por el lapso de media 
hora. A veces pasan varios días sin asistir a recreacion. La misma se 
suspende los feriados, sábados y domingos, por ende salen sólo 5 días 
en la semana y por el período de media hora cada día. Las requisas que 
les realizan a ellos las hacen diariamente de forma colectiva/simultánea, 
con tres flexiones. 
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Admisión 1: no se les permite tener ningún objeto en la celda, a excep-
ción de 1 foto. Si tienen más de una foto pueden ser sancionados. Tampoco 
pueden escuchar música dentro de las celdas. La recreación la realizan en 
el espacio común, por cuatro horas diarias con horarios rotativos: la mitad 
del grupo sale a la mañana y el grupo que queda sale a la tarde y van ro-
tando según los días. De este modo permanecen en la celda 20 horas por 
día aproximadamente. Vestimenta: en este sector se entrevistó a algunos 
jóvenes con ropa institucional notablemente rota (agujeros, manchas, des-
cocidas, etc.). Las requisas se hacen diariamente de forma colectiva, con 
tres flexiones. Admisión 2: Salen a recreación  en dos grupos (uno por cada 
sub-sector) por 7 horas cada uno, de 8 a 15 hs y de 15 a 22 hs. Al momento 
de la inspección uno de los jóvenes se encontraba sancionado y aislado des-
de hacía 5 días por un conflicto entre pares. En este sector se suelen aplicar 
sanciones colectivas. A la pérdida de la recreación se le adiciona la pérdida/
reducción de 5 minutos de teléfono por cada vez. 

Inspección del 24 de septiembre de 2011 al Centro Cerrado Legarra 
(La Plata) 

“Recreación: el espacio destinado a tal fin consiste en un espacio de 3 x 3 
mts, aproximadamente donde solo se dispone de una mesa plástica y sillas 
de igual material donde los jóvenes efectuaban manualidades con papelitos 
de colores que doblan a fin de obtener figuras y adornos. La recreación es 
4 horas (9 a 13 hs.) de lunes a viernes y de 2:30 hs. (9 a 11:30 o 18:30 a 
21 hs.) durante los fines de semana. En relación a la salida a patio o aire 
libre con acceso a luz solar, los jóvenes manifiestan que salen ‘a veces’, 
dependiendo la guardia 1 hora a lo que denominaron ‘la jaula’. El régi-
men de vida de esta planta es mucho más restrictivo que el de los jóvenes 
de planta alta. Tienen menos acceso a patio, menor cantidad de horas de 
recreación y menos objetos permitidos. Requisas: se les realizan todas las 
veces que vuelven de talleres, escuela o recreación. Consta del desnudo 
total y la realización de 2 flexiones (agacharse en cuclillas a fin de examinar 
las partes genitales), se realizan frente a 2 o más adultos y jóvenes. Acceso 
al reglamento: no se les proveyó al ingreso ni figura en ningún lugar visible 
de la institución. Vestimenta: Los jóvenes estaban vestidos con pantalones 
institucionales y remeras propias solo en algunos casos. Manifiestan que no 
les permiten tener mudas de ropa propias y que el recambio de vestimenta 
es 1 vez a la semana o cada 15 días.”.
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Inspección del 21 de octubre de 2011 al Centro de Recepción Lomas 
de Zamora137 

“Vestimenta: los jóvenes deben vestir uniformes provistos por la ins-
titución (bermudas azules y remeras del mismo color) que se cambian 
solo 1 vez por semana, inclusive cuando hay actividades deportivas me-
diante o altas temperaturas. En particular, la vestimenta institucional de 
los jóvenes alojados en los Módulos 1 y 2 se encontraba rota y en malas 
condiciones. Requisas: se les realiza un promedio de entre 2 y 3 requisas 
de cuerpo diarias, que constan de desnudo total y entre 2 y 3 flexiones 
diarias con exhibición de genitales (al momento de levantarse, de asistir 
o volver a la escuela, talleres, visita, acueste, etc.) de a dos jóvenes por 
vez. Recreación: los jóvenes salen a la denominada ‘recreación’ (perma-
nencia en comedor del pabellón) día por medio, es decir, un día salen y 
al siguiente permanecen encerrados en la celda todo el día. La duración 
de la recreación varía según el modulo, entre 2:30 y 10 hs. Ello implica 
que la cantidad de horas de encierro prolongado en celda es de entre 38 y 
45,5 horas. En el módulo 2 siempre el tiempo de encierro es de 45 hs. y 
media. Ingreso: tanto aquellos que provienen de otra institución (traslado) 
como los que ingresan inmediatamente después de la aprehensión policial 
se los somete a un período de ‘adaptación’ que consta de 5 días seguidos 
de encierro en celda, según lo manifestado por los jóvenes entrevistados. 
Conocimiento del reglamento: no se les entrega reglamento alguno por 
escrito, así como tampoco éste se encuentra colocado en algún lugar visi-
ble de la institución. Sanciones: en el Módulo 2 se entrevistó a un joven 
que permanecía sancionado hacía 23 días permaneciendo en ese lapso 
aislado por la suma de diferentes sanciones. No tienen visitas íntimas. 
Llamados telefónicos: solo pueden realizar llamadas un día a la semana. 
Las llamadas tienen una duración máxima de 7 minutos. Educación: los 
jóvenes en la escolaridad primaria, reciben educación por el término de 1 
hora y media por jornada”.

Inspección del 24 de noviembre de 2011 al Centro Cerrado Leopoldo 
Lugones de Azul138 

“Visitas íntimas: los jóvenes contaban con posibilidad de visitas 
íntimas en un sector que actualmente se habilitó como alcaidía. Con 

137. Luego de esta inspección se presentó un habeas corpus colectivo
138. Luego de esta inspección se presentó un habeas corpus colectivo
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posterioridad las autoridades comenzaron a construir un sector para 
las visitas íntimas. Pero desde el organismo administrativo se objetó la 
construcción alegándose que la misma debía contar con supervisión de 
infraestructura, aunque luego de ello nunca avanzó con la misma. Se 
detectó la práctica de sanciones acumuladas: El día 18/11 al joven de 
apellido M. se le labró un acta por ‘golpear/patear la puerta’ de la cel-
da, lo que motivó que se le aplicaran 2 días de sanción. Ese mismo día 
(18/11) con diferencia de 15 minutos entre una y otra sanción (22:45 hs, 
la primera y 23:01 hs. la segunda), los mismos asistentes de minoridad 
le aplican una segunda sanción al joven por ‘arrojar un secador roto por 
la mirilla de la celda hacia el pasillo’, agregándole 2 días adicionales a 
la sanción. Situaciones así se repitieron en 4 jóvenes”.

Inspección de enero de 2012 al Centro Cerrado Dolores 
“Educación: los jóvenes manifiestan que tienen clases todos los días, 

en grupos. La escolaridad primaria es escasa, solo tienen una hora treinta 
reloj por día de clase. Llamadas telefónicas:  en las llamadas telefónicas 
los jóvenes no están solos, sino acompañados por asistentes de minoridad, 
violándose en este caso el derecho a la intimidad. Visitas íntimas: los jó-
venes no cuentan en el Centro con la posibilidad del derecho a las visitas 
íntimas. Las autoridades de la institución nos refirieron que han realizado 
las presentaciones pertinentes ante la Subsecretaría de Niñez Provincial, 
para lograr que se construya el espacio que permita garantizar las mismas, 
pero aún la construcción no se ha puesto en marcha”.

A partir  de lo constatado en estas inspecciones se realizaron presen-
taciones judiciales. Una de ellas a favor de los jóvenes encerrados en 
el Centro de Recepción de Lomas de Zamora por agravamiento en las 
condiciones de detención y el incumplimiento total del nuevo régimen 
de convivencia. La otra  fue por el Centro Cerrado Leopoldo Lugones 
de Azul en lo referido a condiciones edilicias e incumplimiento parcial 
del nuevo régimen. 

Las resoluciones de los juzgados y tribunales determinaron que debía ce-
sarse con el incumplimiento del régimen de vida. Así, el Juzgado de Garan-
tías del Joven Nº 1 de Azul, a cargo del Dr. Damián Pedro Cini, en Habeas 
Corpus colectivo, ordena el 22 de diciembre de 2011: 

“3.- Hacer saber que se deberán ajustar las sanciones disciplinarias a 
la resolución 370/11 del Ministerio de Desarrollo Social y que, de existir, 
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se deberán hacer cesar las sanciones que se habrían impuesto en violación 
a dicha norma”

A su vez, el Tribunal de Responsabilidad Penal Juvenil Único de Lomas 
de Zamora ordena en Habeas Corpus Colectivo por el Centro de Recepción 
de Lomas de Zamora, el 8 de mayo de 2012: 

“1- Hacer lugar a la acción de habeas corpus articulada por miembros 
del Comité contra la Tortura de la Comisión Provincial por la Memoria y 
en consecuencia:

a- Intimar al estricto acatamiento de las disposiciones de la ‘Adecuación 
de los regímenes de convivencia y normativas de las Instituciones cerra-
das’, aprobada mediante Resolución nº 370/11 (…) del Ministerio de De-
sarrollo Social de la Provincia de Buenos Aires. En este marco: I- Deberán 
ser respetadas estrictamente las pautas relacionadas con las reglas a seguir 
ante el ingreso de cada joven a la Institución (entrevista personal, evalua-
ción social, médica, etc.) plasmándose toda la actuación en sus respectivos 
legajos personales; II- garantizar el acceso al ámbito educativo dentro de 
una frecuencia horaria acorde a los regímenes vigentes en la materia; III- 
brindar actividades recreativas por un período mínimo de 4 horas diarias 
para cada detenido; IV- mantener la privacidad y reservas de las requisas 
personales con fundamental respeto por la dignidad de las personas, como 
así también de las comunicaciones telefónicas. V- proveer de indumentaria 
adecuada de acuerdo a la estación climática de que se trate, en cantidad, 
calidad y talles acordes a las necesidades de cada joven. VI- proporcionar a 
los jóvenes detenidos en todo momento un trato digno, excluyéndose toda 
acción que implique cualquier forma de cosificación en su persona…”

Resulta necesario destacar que la resolución 370 del 2011 está fundada 
en las normas internacionales y locales vigentes. Por ello es necesario que 
su cumplimiento sea garantizado y monitoreado desde todos los estamentos 
del poder judicial y del poder ejecutivo.

Por ello, el poder ejecutivo provincial no puede ni debe continuar des-
oyendo e incumpliendo la norma con el pretexto de tener que adaptarla y/o 
“convencer” a los operadores del sistema (directores, asistentes de minori-
dad, equipos técnicos, etc.). 

La salud de los jóvenes en el encierro: una deuda pendiente
Acerca del concepto de salud 
En Informes anteriores definimos el concepto de salud en sentido amplio, 
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entendiendo primero que no puede referirse a la salud como estado sino 
como proceso. En este sentido, la búsqueda de bienestar, la mejora en la 
calidad de vida y las mejores condiciones particulares y colectivas se inclu-
yen en esta idea. Además, entenderlo como proceso involucra el accionar 
de distintas instituciones y actores que deben ser sus protagonistas. Se trata 
de un proceso permanente y dinámico para la búsqueda de bienestar físi-
co, mental y social, siguiendo los lineamientos de la OMS (Organización 
Mundial de la Salud) que considera que “la salud es un derecho humano 
fundamental y, en consecuencia, todas las personas deben tener acceso a los 
recursos sanitarios básicos”. Así surge una de las características principales 
del derecho a la salud en tanto se encuentra íntimamente interrelacionado 
con otros derechos humanos por una parte y por la otra requiere del cumpli-
miento del acceso a bienes de tipo político, social, económico y ambiental 
para su adecuado goce.

En sintonía con una mirada amplia sobre los derechos, nuestro or-
denamiento jurídico enmarca el derecho a la salud desde la reforma 
constitucional de 1994 en varios artículos de la Constitución Nacional, 
pudiendo dar así una perspectiva en sentido integral (arts. 41, 42, 75, 
inc. 22, 23). De los instrumentos internacionales de derechos humanos 
con jerarquía constitucional podemos destacar el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. En este sentido, el Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas 
efectuó una importante interpretación del Pacto acerca del derecho a la 
salud y de la responsabilidad del Estado en su Observación General 14, 
aprobada el 11 de mayo de 2000. En el párrafo 11establece: “El Comité 
interpreta el derecho a la salud, definido en el apartado 1 del artículo 
12, como un derecho inclusivo que no sólo abarca la atención de salud 
oportuna y apropiada sino también los principales factores determinan-
tes de la salud, como el acceso al agua limpia potable y a condicio-
nes sanitarias adecuadas, el suministro adecuado de alimentos sanos, 
una nutrición adecuada, una vivienda adecuada, condiciones sanas en 
el trabajo y el medio ambiente, y acceso a la educación e información 
sobre cuestiones relacionadas con la salud, incluida la salud sexual y 
reproductiva”

Desde este Comité hemos detectado en sucesivas inspecciones a cen-
tros cerrados y de recepción, fallas e incumplimientos de la normativa 
vigente y del modo cómo se atiende la salud integral de los/as jóvenes 
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detenidos/as en el sistema. Se atienden incorrectamente los posibles tra-
tamientos para patologías diagnosticadas y se registran importantes fallas 
en la dimensión asistencial de la salud, a la vez no se generan estrategias 
preventivas y de promoción.

En julio de 2011, durante la inspección realizada al Centro Cerrado Mar 
del Plata, mantuvimos una entrevista con la médica del lugar. Los dichos 
de la profesional resultaron preocupantes no solo por su concepción de 
la salud en general sino también por la desidia con la que cumplía tareas. 
En el informe presentado a la Subsecretaría de Niñez y Adolescencia, 
denunciamos:

“En la institución cuentan con una profesional médica y una enferme-
ra. Al momento de la inspección la enfermera se encontraba de licencia 
y la médica, Dra. Karina Castaño no estaba presente en la institución. 
Por ello solicitamos al director se comunique con la misma a efectos de 
garantizar su presencia para poder consultar algunas condiciones ati-
nentes a la cuestión clínica médica propiamente dicha. Algunas horas 
después de nuestro arribo se presentó la médica, quien –además– solo 
asiste algunos días por semana (dos o tres) por el lapso de 1 hora y 
media cada vez. Durante la entrevista, la Dra. Castaño manifiesta que no 
tienen oxígeno en la institución, pero que ‘no era necesario’. Aduce que 
si bien lo habían solicitado, ‘el lugar y las patologías no ameritaban’ 
dicho insumo. Respecto a la obtención de turnos hospitalarios sostiene 
que no están teniendo problemas para conseguir turnos, sí especifica 
que ella utiliza su criterio, para indicar algunas intervenciones o inter-
consultas. En relación al acceso a los turnos, plantea dos situaciones: 
1- que para obtener un turno en el Hospital Público, los jóvenes ‘deben 
esperar como cualquier persona’ y 2- que en realidad no tenían tantos 
problemas ya que no hacían demasiados pedidos, que intentaban no 
exagerar o sobresaturar de demandas al Hospital.

Respecto a lo afirmado por la Dra. Castaño, sorprende que una profe-
sional de la medicina sostenga que el tubo de oxigeno no es necesario en 
un centro cerrado de privación de libertad, sobre todo después de los gra-
ves sucesos ocurridos en el lugar hace apenas unos días139. En este sentido 
debemos recordar que el oxígeno forma parte de las terapias de sostén de 
los parámetros vitales. La oxigenoterapia es entonces una medida básica 
de uso permanente en centros de guardia y aunque fue siempre una in-
139. Se produjo un incendio. Además el establecimiento se encuentra en una zona semi-
rural a unos 20 km de la ciudad de Mar del Plata.
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tervención en casos agudos cuando existe un riesgo importante, también 
se utiliza en terapias crónicas de problemas respiratorios. De este modo 
resulta aplicable tanto en afecciones respiratorias, crisis asmáticas, como 
en emergencias que colocan a los jóvenes en situaciones de grave riesgo: 
tentativas de suicidio, lesiones provocadas con elemento cortopunzante, 
crisis nerviosas, etc.” 

Este claro ejemplo de cómo no debe actuar un profesional de la salud, es 
extensible a la enorme mayoría de los servicios médicos de las instituciones 
cerradas: atención deficiente, escasa, de mala calidad, intermitente. Médi-
cos que no asisten o lo hacen “a veces”, ausencia de prácticas de promoción 
y prevención, concepciones criminalizantes y de reprobación moral o que 
tienden a responsabilizar a los jóvenes y sus familias como mecanismos de 
desresponsabilización respecto de las propias tareas y de la mejora en la 
calidad de vida/salud de los detenidos.

Por otra parte, en el habeas corpus presentado por la situación en el 
Centro de Recepción de Lomas de Zamora denunciamos: “La dificultad 
de los jóvenes para acceder a la atención médica adecuada, en tanto 
dicha solicitud está mediada por los asistentes de minoridad, que no 
cursan tales pedidos en todos los casos. Se entrevistó a jóvenes con 
dolencias y patologías traumatológicas que no habían sido derivados a 
la atención médica correspondiente. No existen recorridas por los pabe-
llones por parte del personal de enfermería. El médico solo los atiende 
al ingreso en ocasiones. Se constató un dejo de abandono en el sector 
de salud, no hay abordajes integrales ni preventivos. Se pierden turnos 
en los hospitales en forma permanente. Así, por ejemplo verificamos la 
existencia de 6 casos de jóvenes con problemas de salud no atendidos o 
con deficiencias en la atención: un joven en tratamiento por TBC en su 
fase de no contagio, un joven colostomizado, un joven con una supuesta 
fractura de tabique que aun no ha sido atendido debidamente, un joven 
con problemas de movilidad en su mano izquierda, un joven operado de 
una vértebra que lleva detenido 5 meses sin tratamiento, un joven con 
fuertes dolores en su cabeza producto de un golpe que no ha sido atendi-
do aún. Ante la falta de atención médica, desde el Comité se realizaron 
presentaciones judiciales ante sus jueces naturales. Sin perjuicio de lo 
cual consideramos pertinente señalarlos, ya que demuestra la deficiente 
atención sanitaria en el lugar” (habeas corpus colectivo presentado el 
20/10/11 por el Comité Contra la Tortura - CPM).
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Allí solicitamos que se disponga un régimen de recorridas diarias de los 
médicos por los pabellones a fin de garantizar el acceso a la salud. Este 
pedido se fundamentó en la necesidad de generar acciones de promoción y 
prevención de salud, y no solo de asistencia frente a una patología ya de-
sarrollada. Se han ordenado medidas cautelares en el marco de dicha causa 
como la obligación de nombrar nuevo médico y mejorar el servicio de salud 
que se presta en el Centro de Recepción. 

Durante el mes de enero de 2012 nos hicimos presentes en el Centro 
Cerrado de Dolores. Cabe destacar la voluntad y trabajo por parte de las 
autoridades del Centro a pesar de las serias dificultades económicas y de 
recursos con que cuentan. Allí pudimos encontrar una gravísima situación:

“1.- Atención Médica: no existe en el Centro, servicio médico ni de en-
fermería.. Desde el inicio o puesta en funciones del Centro las autoridades 
están reclamando la llegada del médico y enfermeros, pero esto aun no 
se ha efectivizado. Existen en el Centro jóvenes con problemáticas de sa-
lud que deben ser atendidas en el Hospital del pueblo y en otros centros 
hospitalarios. Fueron detectados en el Centro tres jóvenes con patologías 
que necesitan atención médica y seguimiento particularizado. Un joven con 
diabetes, insulino-dependiente, un joven con un tratamiento por lesiones en 
el cuerpo producto de quemaduras, y un joven con epilepsia. Es importante 
mencionar que las autoridades del Centro ponen total empeño en que los 
jóvenes estén atendidos en los hospitales pertinentes. Pero es responsabi-
lidad del Poder ejecutivo provincial que este lugar cuente con el servicio 
médico, al igual que el resto de los centros cerrados de la provincia de 
Buenos Aires” (habeas corpus colectivo presentado en enero de 2012 por el 
Comité Contra la Tortura). 

De inmediato, luego de la presentación, la Dra. Hachmann, titular del 
Juzgado de Garantías del Joven Nº 1 de Dolores dispuso con fecha 18 de 
enero de 2012: “…Se informe además gestiones llevadas adelante tendien-
tes al nombramiento del personal médico permanente y enfermeros para la 
asistencia de los jóvenes allí detenidos; deberá además remitirse constancia 
documental de los pedidos realizados. Se informe menores que cuenten con 
patologías que requieran atención permanente, en su caso quién asiste a los 
menores y si se les provee la medicación que requieran adjuntando de con-
tar en su poder, constancias de atención médica en Centros de salud de esta 
localidad. Se libre oficio por ante la Secretaría de Niñez y Adolescencia del 
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Ministerio de Desarrollo Social de la Provincia de Buenos Aires, ello a fin 
que en plazo perentorio de doce horas, remita a este Juzgado pormenoriza-
do informe en relación a: a) estado de situación actual de nombramientos 
de cuerpo médico y enfermeros para el Centro de Dolores, remitiendo copia 
certificada de los avances en las en las propuestas y nombramientos efecti-
vizados o a efectivizarse”. 

Finalmente es importante citar otro antecedente del año 2011. En resolu-
ción de habeas corpus colectivo presentado durante el mes de octubre por el 
Centro Cerrado de Azul –aunque haciendo lugar en forma parcial– el titular 
del Juzgado de Garantías del Joven Nº 1 de Azul ordena en enero de 2012 a 
“la Secretaría de Niñez y Adolescencia del Ministerio de Desarrollo Social 
que realice la adquisición de un equipo para reanimación cardiopulmonar 
básica, un cuello cervical y una camilla-tabla de traslado”.

En el informe sobre Justicia Juvenil en las Américas,  elaborado entre 
la CIDH, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) 
y la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos (OACNUDH) se establecen los siguientes princi-
pios sobre salud:

 
“c. Derecho a la salud física y mental
474- Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la salud, en-

tendida como el disfrute del más alto nivel posible de bienestar físico, 
mental y social, que incluye, entre otros, la atención médica, psiquiátrica y 
odontológica adecuada; la disponibilidad permanente de personal médico 
idóneo e imparcial; el acceso a tratamiento y medicamentos apropiados y 
gratuitos; la implementación de programas de educación y promoción en 
salud, inmunización, prevención y tratamiento de enfermedades infeccio-
sas, endémicas y de otra índole; y las medidas especiales para satisfacer 
las necesidades particulares de salud de las personas privadas de libertad 
pertenecientes a grupos vulnerables (…) tales como: (…) niños y las niñas 
(…). El tratamiento deberá basarse en principios científicos y aplicar las 
mejores prácticas. En toda circunstancia, la prestación del servicio de salud 
deberá respetar los principios siguientes: confidencialidad de la informa-
ción médica; autonomía de los pacientes respecto de su propia salud; y 
consentimiento informado en la relación médico-paciente”.140 

140. CIDH, Justicia Juvenil y Derechos Humanos en las Américas, aprobada el 13 de 
julio de 2011.
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En el párrafo 475, ponen de manifiesto la necesidad de cumplimentar 
con efectividad la regla 49 de las “Reglas de La Habana”, que manifiesta 
la necesidad de la atención integral y la sugerencia de que se realice en los 
servicios sanitarios con que cuenta la comunidad para evitar la estigmatiza-
ción, promoviendo la integración y dignidad personal de los y las jóvenes. 
Tal recomendación no es contraria a la necesidad de contar con servicios 
médicos en cantidad y calidad suficiente dentro de los centros, que como 
parte de su intervención deberían promover la articulación con los servicios 
extramuros. 

Asimismo, son también relevantes las siguientes recomendaciones de la 
CIDH: 

“481. Por su parte, la Corte también ha expresado que la atención de 
salud debe ser la adecuada que se exige para toda persona privada de li-
bertad, y contar con la supervisión médica regular que asegure a los niños 
un desarrollo normal, esencial para su futuro. Adicionalmente, la Corte ha 
estimado oportuno señalar que ‘la atención por parte de un médico que no 
tenga vínculos con las autoridades penitenciarias o de detención es una 
importante salvaguardia en contra de la tortura y malos tratos, físicos o 
mentales, de los prisioneros’.

482. La Comisión toma nota de que en sus respuestas al cuestionario 
enviado por ésta, los Estados mencionaron distintos mecanismos para ga-
rantizar el acceso a los servicios de salud de los niños sometidos a penas 
privativas de libertad. En la mayoría de los casos se hace referencia a la 
inexistencia de un servicio médico especial y a la necesidad de recurrir a 
entidades gubernamentales que brindan servicios de salud. Sin perjuicio 
de esto, en varios casos se menciona la existencia de personal médico o 
de enfermería, los que concurren con cierta periodicidad, a veces sema-
nal a los centros de detención de niños. En cuanto a las condiciones de 
privación de libertad de niños en conflicto con la ley que se encuentran 
en centros de salud mental, la información disponible es escasa pero evi-
dencia problemas de cobertura, así como la inexistencia de dispositivos 
específicos para dar tratamiento.

491. La Comisión afirma que para garantizar el derecho a la salud de 
los niños privados de libertad, los centros que los alojen deben asegurar el 
acceso a instalaciones médicas y sanitarias debidamente equipadas y con 
personal médico capacitado e independiente. Los centros deben llevar 
un registro de todo tratamiento médico y de los medicamentos que sean 
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administrados a los niños privados de libertad. Asimismo, los centros de 
privación de libertad de niños infractores deben contar con servicios de 
salud mental que permitan atender adecuadamente sus necesidades, más 
aún tomando en cuenta que las condiciones de detención, infrahumanas y 
degradantes, sumadas a la violencia que suele caracterizar los centros de 
detención, conllevan necesariamente una afectación en su salud mental, 
en tanto repercuten desfavorablemente en el desarrollo psíquico de su 
vida e integridad personal...”

Desde hace años la CPM ha observado que la dependencia funcional 
del personal médico de la Secretaría de Niñez y Adolescencia, no propicia 
la necesaria independencia del cuerpo médico y sanitario respecto de las 
áreas de seguridad. Un cuerpo autónomo de equipos de salud directamente 
dependientes del Ministerio de Salud y con acceso a todos los programas 
de salud existentes a nivel nacional y provincial sería un primer e inelu-
dible paso para ampliar y mejorar el acceso a la salud integral y también 
para poner límite al círculo vicioso de complicidad para la negación de 
los malos tratos y torturas que los jóvenes reciben por parte del personal 
institucional y que es sistemáticamente negado y “disfrazado” en los in-
formes médicos que allí se elaboran y dan amparo a los perpetradores.

Por ello entendemos que resulta sumamente necesario: 
a) Instrumentar un sistema autónomo de supervisión permanente bajo 

la responsabilidad de personal idóneo, en los centros en donde se aloja a 
niños/as y adolescentes.

b) Que este personal (y todo el personal de sanidad en general) no per-
tenezca a la misma repartición que custodia a los y las jóvenes sino al Mi-
nisterio de Salud.

c) Que se hagan explícitos (públicos, fundamentados conceptual y 
empíricamente con recursos y líneas de acción, etc.) los programas y 
dispositivos para la atención de la problemática de salud mental, adic-
ciones, salud sexual y reproductiva, etc.

Es así que el Estado provincial debe avanzar en la consecución y forta-
lecimiento de las políticas dirigidas hacia la niñez, coordinándolas y traba-
jando sobre la necesidad urgente de separar los ámbitos pertenecientes al 
sistema de encierro y al de salud.

En dicho marco, hemos avanzado solicitando la intervención del Minis-
terio de Salud de la provincia de Buenos Aires en habeas corpus colectivo, 
lo que ha generado la resolución 2897 que “encomienda a los directores 
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de los Hospitales a la prestación prioritaria de los niños que se encuentran 
institucionalizados por haber infringido leyes penales y que requieran asis-
tencia sanitaria a fin de asegurar en igualdad de condiciones, el nivel más 
alto posible de salud y servicios para el tratamiento de las enfermedades y 
rehabilitación”. 

Por su situación de encierro, los jóvenes detenidos no pueden  concurrir 
a un centro de salud cercano por sus propios medios. A su vez, en el marco 
del encierro, quedan sujetos a servicios de salud absolutamente dependien-
tes de la Secretaría de Niñez y Adolescencia. Se hace necesario que el Mi-
nisterio de Salud de la provincia garantice la prestación a través de equipos 
de salud compuestos por médicos generalistas, odontólogos, enfermeros, 
profesionales de la salud mental, entre otros, a fin de brindar el derecho a la 
salud en forma equitativa en los contextos de encierro. 

Condiciones de detención
Decíamos en anteriores informes que la implementación de la ley 13.634 

en la provincia de Buenos Aires no significó necesariamente una reforma 
en las prácticas ni en las condiciones de detención de los centros habilitados 
para el alojamiento de jóvenes en conflicto con la ley. Por el contrario, con 
el correr de los años se constituyeron como cárceles-depósito para adoles-
centes pobres. 

Lugares donde el gobierno es propiedad exclusiva de quienes dirigen 
los centros y no a través de políticas de Estado que tiendan a garantizar 
derechos elementales de los jóvenes. Cada institución resuelve arbitraria 
y discrecionalmente como “le parece” el gobierno intramuros, a partir de 
una práctica constituida en el viejo patronato y en donde la experiencia de 
“tener patio”141 es la única valorada al momento de la toma de decisiones 
sobre cómo “debe ser” la vida en el encierro.

Las paupérrimas condiciones de detención que muestran los centros 
de encierro para jóvenes son ampliamente conocidas por todos y se han 
denunciado en innumerables ocasiones tanto por este Comité de la CPM 
como por distintos actores judiciales. Sin embargo, las autoridades de la 
ahora Secretaría de Niñez y Adolescencia han desoído e ignorado cada 
una de las presentaciones colectivas y denuncias tanto administrativas 
como judiciales sobre la existencia de graves condiciones de detención 

141. Tener experiencia o tiempo de trabajo cuidando a los jóvenes (maestros o celadores), 
más allá de cualquier capacitación o formación profesional específica. 
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y casos de tortura, malos tratos y violencia ejercida sobre los adoles-
centes detenidos. 

En la actualidad es posible afirmar, incluso, que asistimos a un proceso 
de endurecimiento en el régimen, que se traduce, entre otros indicadores, 
en la creación de nuevos centros cerrados y/o de recepción. A los existentes 
previamente a la sanción de la ley 13298 y 13634, se le sumaron 8 (ocho) 
establecimientos, ya sean nuevos o re-tipificados en su modalidad y régi-
men (pasando de ser abiertos a cerrados). 

La provincia cuenta con 840 camas de internación para adicciones, 
salud mental y discapacidad, mediante convenios con clínicas y ONG 
especializadas para las situaciones que requieren tratamientos especí-
ficos y medidas de protección especial, alojando además a jóvenes en 
conflicto con la ley, lo cual indica claramente la inconsistencia de la 
cifra total de jóvenes detenidos que es informada por la Secretaría de 
Niñez y Adolescencia.

De los partes que tal dependencia notifica al Comité, los cupos totales 
en los centros de detención cerrados ascenderían a 484142. Sin embargo 
es importante destacar que el mencionado cupo sólo tiene en cuenta la 
cantidad de camas que existen en cada institución, sin considerar los me-
tros cuadrados por detenido, el funcionamiento y cantidad de servicios 
esenciales, condiciones edilicias, régimen de encierro (no es lo mismo un 
espacio donde se va solo a dormir que uno donde se permanece encerrado 
más de 20 hs.), etc. 

Durante el año 2011 inspeccionamos ocho centros de detención de jó-
venes: 

Cerrado Virrey del Pino, La Matanza (04/02/2011 y el 23/09/2011); 
Recepción Lomas de Zamora (24/05/2011 y 21/10/2011); Cerrado Copa, 
La Plata (03/06/2011 y 09/08/2011); Cerrado Almafuerte, La Plata 
(21/06/2011); Cerrado Mar del Plata (20/07/2011); Recepción La Plata 
(25/08/2011); Cerrado Legarra, La Plata (24/09/2011); Cerrado Leopoldo 
Lugones, Azul (24/11/2011).

Cada una de estas inspecciones generó distintas presentaciones judiciales 
tanto colectivas como individuales:

-2 habeas corpus colectivos (Centro de Recepción de Lomas de Zamora 
y Centro Cerrado Leopoldo Lugones).

142. Ver en Anexo el cuadro desagregado de cupos por institución y su relación con el 
estándar internacional de superficie mínima de la celda.
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-2 denuncias de incumplimiento de medidas ordenadas en habeas corpus 
colectivos.

-41 habeas corpus individuales e informes urgentes por agravamiento de 
las condiciones de detención.

-73 informes simples y solicitudes de traslados y comparendos.
-2 denuncias penales por torturas.
En todas las inspecciones detectamos violaciones a los derechos huma-

nos de los jóvenes detenidos tanto por las condiciones de detención como 
por el régimen de vida y trato al que son sometidos.

A modo de ejemplo señalamos la situación de los centros con mayores 
vulneraciones de derechos que han sido denunciados tanto por el Comité 
como por distintos defensores del fuero.

Centro de Recepción Lomas de Zamora: habeas corpus colectivo 
presentado por el Comité contra la Tortura de la CPM143

Aloja a jóvenes con prisión preventiva por períodos que exceden el año de 
permanencia en varios casos. Existen cuatro sectores: módulo 1, módulo 2, 
módulo 3 y módulo 4, con diferente régimen, según se trate de los ubicados 
en planta baja o en planta alta. Los de planta baja están destinados a ingresos 
(módulo 2) y a admisión (módulo 1). En ambos el régimen es más duro pese 
a que se aloja indistintamente a jóvenes no punibles, ingresos directos de 
comisarías (en su mayoría primarios) y de edades entre 16 y 17 años. 

En todas las inspecciones realizadas durante cinco años detectamos:
- Encierro en celda prolongado: la que se traduce en 38 a 43,5 hs. segui-

das (según el módulo) ya que salen a “recreación” (permanencia en come-
dor del pabellón) día por medio y durante 6 hs. o 4.30 hs. En este tiempo 
solo pueden mirar televisión, realizar manualidades con papelitos de colo-
res o ir al patio.

- Hacinamiento: en cada celda, de 2 x 3,5 mts. (7 m2 en total), se alo-
jan dos jóvenes, a razón de un joven cada 3,5 m2. Las celdas cuentan con 
dos camastros de metal empotrados al piso, una mesada de cemento con 
banco y una ventana. En uno de los laterales de la celda se ubica un baño 
con bacha, inodoro y ducha, sin puerta. Los baños se encuentran tapados 
en su mayoría, debiendo soportar olor nauseabundo todo el día, están en 
estado deplorable, con abundante humedad, paredes descascaradas, inun-
143. En el Anexo en CD se analizan otros Habeas corpus colectivos (y sus sentencias) 
presentados por la defensa pública sobre los centros cerrados Mar del Plata, Almafuerte 
y Recepción La Plata. 
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daciones. Las duchas no poseen empuñaduras y son caños sin el respectivo 
distribuidor de agua. Las puertas son “ciegas”, de metal gris y con una 
mirilla de unos 15 x 20 cmts. como único contacto con el pasillo, y pue-
de ser cerrada por los asistentes de minoridad desde afuera, dejando así 
completamente aislados a los jóvenes. Las paredes se encuentran sucias, 
manchadas y descascaradas. La luz artificial es escasa. Algunos colchones 
están rotos o descocidos.

-Se les retira el colchón durante todo el día (de 9 a 20 hs), debiendo perma-
necer en las celdas sobre los camastros de metal y sin la posibilidad de tener 
objetos recreativos o personales, a excepción de algunas pocas fotos, cartas y 
cartulinas o papelitos de colores, que son retiradas de la celda por la noche y 
hasta la mañana siguiente. Tampoco pueden tener la toalla u otro elemento de 
secado higiénico (debe devolverse al concluir la ducha diaria). 

-Escuela primaria: reciben clases por un lapso de una hora y media dia-
ria. En el año 2011, se construyeron tres aulas pero se mantiene el mismo 
régimen.

- Se les realiza un promedio de entre dos y tres requisas de cuerpo diarias, 
que constan de desnudo total y entre dos y tres flexiones con exhibición de 
genitales a lo largo del día (al momento de levantarse, de asistir a o volver 
de la escuela, talleres, visita, acueste, etc.) de a dos jóvenes por vez. 

- Las familias que concurren a la visita son requisadas por personal 
policial y con las mismas características vejatorias y humillantes que los 
jóvenes (desnudo total, flexiones, etc.). 

- Al ingresar no se les entrega el reglamento, y tanto a aquellos que pro-
vienen de otra institución como a los que ingresan inmediatamente después 
de la aprehensión policial, se los somete a un período de “adaptación” que 
consta de cinco días seguidos de encierro en celda.

- Los jóvenes deben vestir uniformes provistos por la institución (ber-
mudas azules y buzos de jogging grises o azules) que se cambian sólo una 
vez por semana. En particular, la vestimenta institucional de los jóvenes 
alojados en el módulo 2 se encuentra rota y en malas condiciones, y no 
corresponde con la talla ni el peso, debiendo anudar los pantalones para 
que no se caigan.

- El acceso al teléfono está restringido a un solo día por semana (los 
jueves) por el lapso de siete minutos. En todos los casos los jóvenes deben 
hablar con la presencia de un asistente de minoridad durante la totalidad 
de la llamada, careciendo el contacto telefónico de los jóvenes de la mí-



318
Informe anual 2012

nima privacidad e intimidad en sus comunicaciones personales o con sus 
defensores. 

-El acceso a la salud es sumamente deficitario, el médico de la institu-
ción concurre dos o tres veces por semana, sólo permanece de guardia un 
enfermero por turno. No cuentan con ambulancia y detectamos gran canti-
dad de medicamentos vencidos.

-La red cloacal en toda la institución se encuentra muy deteriorada al 
punto de haberse tenido que clausurar dos celdas por módulo, aproximada-
mente. Asimismo, los adolescentes deben comer en una mesa contigua a la 
letrina de la celda (que carece de puerta o división alguna). 

-Las frazadas suministradas a los jóvenes son insuficientes, sólo una por 
detenido. Asimismo se constató falta de pintura en todos los sectores, falta 
de matafuegos, de mantenimiento, excesiva cantidad de rejas en todos los 
sectores. La luz natural en celdas es escasa y la artificial es deficitaria. 

En inspecciones de mayo y octubre de 2011 se detectaron las mismas 
condiciones de detención y la continuidad de aplicación de torturas por 
parte de personal del centro. Por ello presentamos un nuevo habeas corpus 
colectivo (el anterior había sido tramitado en los años 2008/2009) ante el 
Tribunal de Responsabilidad Penal Juvenil Único de Lomas de Zamora a 
cargo de las Dras. Miriam Buzzo, Marta Pascual e Isabel Ación. 

Se hizo lugar con fecha 8 de mayo de 2012, estableciendo, entre otras 
medidas, el cumplimiento de la resolución 370/11. Se destaca que en di-
cha sentencia se resuelve radicar denuncia penal contra las autoridades del 
centro por la “posible comisión de un ilícito de acción pública, ante el in-
cumplimiento por parte de las autoridades del Centro de Recepción Depar-
tamental, en la elevación de la información que fuera requerida, respecto 
a dos empleados de la Institución, conocidos como ‘Walter’ y ‘Piraña’. A 
tales efectos, por Secretaría procédase a la extracción de fotocopias de las 
piezas pertinentes, las que una vez certificadas deberán ser remitidas me-
diante oficio...”144

Centro Cerrado Almafuerte
En inspección del 21 de junio de 2011 detectamos los siguientes agra-

vamientos:
Teléfono: pueden hablar sólo una vez por semana (los días martes) por el 

lapso de 10 minutos.

144. Causa nº 94: “Centro de Recepción Penal Lomas de Zamora s/habeas corpus”.
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Agresiones físicas: se entrevistó a un joven que había sido golpeado 
por los asistentes de minoridad 72 horas antes de la inspección. Luego 
de discutir con un asistente, el joven fue ingresado por la fuerza a la 
celda entre varios miembros del personal y uno de ellos, estando el 
joven esposado, le pegó un cabezazo en la cara, provocándole la rotura 
del tabique nasal. La imagen de la nariz del joven vista de perfil deli-
neaba visiblemente dos montículos en su curvatura, fisonomía típica de 
un tabique partido. No obstante, el joven no fue llevado a un hospital 
extramuros para que se le tome una placa ni tampoco se le suministró 
ningún analgésico. Con anuencia del joven se tomaron los datos para 
radicar la correspondiente denuncia penal.

Régimen de vida: uno de los objetivos de la inspección fue corroborar 
si se había implementado el nuevo régimen de vida diseñado en el marco 
de la mesa de diálogo con la Subsecretaría. En términos generales, basta 
decir que nada de lo estipulado en el nuevo reglamento fue incorporado en 
la dinámica diaria de la institución. A los jóvenes no se les entregó copia 
alguna del régimen ni se les comentó en forma oral. En ningún sector de la 
institución se encuentra colgado y/o exhibido. 

Pabellón derecho: Al momento de la inspección sólo permanecían allí 
tres asistentes para quince jóvenes (a razón de uno por cada cinco), man-
teniéndose concentrados en la oficina externa a la “leonera-comedor”. 
En este pabellón, la recreación (salida de celda) es en grupos reducidos 
(cinco chicos por grupo) y con horarios rotativos: 8 a 12 hs., 12 a 16 hs. 
y 16 a 20 hs. Salen cuatro horas por día de la celda. Si este horario se su-
perpone con la escuela o el taller de computación o gimnasia el tiempo 
de recreación en comedor se ve reducido. Permanecen encerrados en 
las celdas individuales entre 16 y 18 horas por día. Existe un régimen 
de excesivo encierro y carencia de actividades. La recreación se realiza 
en un comedor emplazado a la entrada del pabellón. ese trata de una 
gran “leonera”, enrejada por todos lados y de escasa superficie (5 x 7 
mts. aprox.) donde los jóvenes en grupos permanecen durante las horas 
destinadas a la recreación. Esta “leonera” de recreación posee rejas es-
tándar de celdas reforzadas con una malla de tejido romboidal en algu-
nos sectores, constituyendo una verdadera jaula, despojada de objetos 
o actividades lúdicas/educativas/recreativas. La única actividad posible 
en las horas de recreación es mirar la TV enrejada o tomar mate. Los 
criterios securitarios resultan dominantes por sobre los del tratamiento 
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y/o asistencia. Se observa gran cantidad de medidas de seguridad, por 
ejemplo, los asistentes de minoridad permanecen siempre fuera del pa-
bellón (en la oficina denominada “pecera”) sólo vigilando desde fuera 
de la “leonera-comedor” a los jóvenes, sin compartir con ellos el mismo 
espacio físico ni sociabilizar o realizar actividades.

Sector enfermería: las tareas de los enfermeros consisten en atender 
a los jóvenes que ingresan a la institución y confeccionar el “precario 
médico” en base a una revisación superficial que tiene por fin consta-
tar lesiones pre-existentes y patologías declaradas. También administran 
analgésicos en casos de dolores o malestar hasta tanto asista el médico 
a la institución (que ocurre sólo una vez por semana), y la mediación 
psicotrópica prescripta, además de realizar curaciones en caso de lesiones 
leves (las graves son trasladadas al hospital). En cuanto a los insumos 
disponibles, sólo cuentan con un tensiómetro, una linterna y un tubo de 
oxigeno, además de elementos de primeros auxilios básicos (gasa, cinta, 
algodón, pervinox, etc.) y mediación básica (aspirinas, ibuprofeno) ade-
más de la medicación psiquiátrica prescripta a los jóvenes, que se compra 
puntualmente y a demanda. Toda la medicación e insumos se compran 
con la caja chica a precios superiores a los de mercado, ya que deben 
comprarlos a una farmacia más cara porque la de compra habitual cortó 
la cuenta corriente con la institución por falta de pago.

Actualmente hay ocho jóvenes a los que se les administra medicación 
psiquiátrica. Tienen una lista elaborada a mano en una hoja sin membrete 
ni foliado donde están anotados los nombres de los jóvenes, tipo de medi-
camento y dosis prescripta de administración de psicotrópicos.

La médica clínica asignada, Dra. Pascuale, asiste a la institución sólo 
una vez por semana por el lapso de 1:30 horas (jueves de 10 a 11:30 hs.) y 
atiende “a demanda” a partir de un listado que confeccionan los asistentes 
de minoridad y el enfermero en base a los pedidos de atención médica que 
efectúen los jóvenes. Los médicos nunca realizan recorridas por el pabellón 
ni se contactan directamente con los jóvenes o su contexto de vida intramu-
ros. Todos los pedidos son canalizados por el personal (con las limitaciones 
de acceso que ello conlleva en algunos casos) y frente a cualquier dolencia 
o malestar los jóvenes deben esperar hasta el día de la semana en que asiste 
la doctora al instituto. Las urgencias son derivadas directamente al hospital 
Romero. Sin embargo, se pierden muchos turnos programados en el hos-
pital extramuros por carecer de móvil de traslado. En algunas ocasiones el 
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personal de enfermería traslada a los jóvenes en sus vehículos particulares 
aunque manifiestan que si bien se arriesgan frente a cualquier siniestro, de 
igual modo se encuentran en problemas si dejan de llevar al hospital a un 
joven con problemas de salud, quedando atrapados entre estas cuestiones y 
sin obtener una solución por parte de la Subsecretaría. 

La atención psiquiátrica está a cargo del Dr. Perea, que asiste solo una 
vez por semana (los días miércoles) a la institución por el lapso de una 
o dos horas cada vez. Allí revisa los pedidos de medicación y suministra 
nuevos insumos de este tipo. 

El sector de sanidad se encuentra derruido en términos de mantenimiento 
edilicio: paredes sucias y descascaradas, telarañas colgando de techos y 
esquinas, ceniceros con decenas de colillas, etcétera. El ambiente es lúgu-
bre y absolutamente inapropiado para ser un área de internación (tiene dos 
camas) y atención a la salud. 

Por último, es de destacar que los jóvenes que se encuentran en la enfer-
mería permanecen todo el día encerrados en el sector (el enfermero per-
manece en una sala aparte) sin ninguna actividad para realizar ni contacto 
con otras personas, en un tiempo absolutamente dominado por la inacción 
y la falta de actividades.

Como consecuencia de la situación presentamos acciones individuales de 
habeas corpus ante los jueces naturales de los jóvenes, solicitudes de trasla-
do y una denuncia penal por torturas y malos tratos contra un joven.

Sobre la situación de los niños que viven con sus madres en prisión
Como hemos señalado en informes anteriores, los niños y sus madres 

alojados en las cárceles bonaerenses padecen iguales vulneraciones de de-
rechos, lo que representa un mayor perjuicio para los niños teniendo en 
cuenta la ausencia de acceso a los distintos programas existentes en el 
Sistema de Promoción y Protección de derechos, instaurado por las leyes 
26061 y 13298. Pese a distintas denuncias y presentaciones judiciales rea-
lizadas por diferentes actores, la Secretaría de Niñez y Adolescencia de 
la provincia de Buenos Aires (antes Subsecretaría) no ha implementado 
la debida intervención del sistema, incumpliendo inclusive con sentencias 
judiciales que ordenan dicha intervención. 

Es de destacar que durante el año 2011 constatamos serias violaciones 
a los derechos humanos de los niños alojados en la unidad 33, lo que dio 
origen a la presentación de un habeas corpus colectivo que tramitó ante el 
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Juzgado de Garantías Nº 2 de La Plata. Denunciamos que en la inspección 
realizada el 6 de julio constatamos que en los pabellones: SAC, Sanidad, 
1 del Módulo A, 4 y 5 del Módulo B y 11 del Módulo C, no funcionaba 
la calefacción, haciendo insoportable la permanencia tanto en las celdas 
como en los espacios comunes de dichos pabellones. En varios de estos 
sectores se alojan mujeres embarazadas y mujeres con sus hijos y/o hijas. 
En el pabellón 1 del Módulo A, durante la primera semana de julio estu-
vieron cuatro días sin agua, produciéndose cortes de luz constantemente. 
Desde el SPB solo les entregaron una frazada por persona. Muchos de los 
niños y niñas alojados allí se encontraban padeciendo afecciones respi-
ratorias y resfríos desde hacía varias semanas, cuadros que se mantenían 
a pesar de la atención médica y la medicación recibida ya que el frío que 
padecen en los pabellones, así como la humedad existente en las celdas, 
obstaculizan la recuperación de las afecciones de salud. Constatamos 
humedad existente en las celdas, encontrándose en muchas de ellas los 
colchones y mantas mojados. 

Sin perjuicio de dicha presentación, destacamos que no se arbitró medida 
alguna desde el Servicio Zonal y/o Local a efectos de paliar la seria situa-
ción padecida por los niños. 

De este modo, entendemos que no atender la situación de los niños que 
viven con sus madres a partir del Sistema de Promoción y Protección de 
sus derechos establecidos por leyes 26061 y 13298, implica una seria vul-
neración de su interés superior y un acto de discriminación respecto de los 
demás niños incluidos en programas sociales. 

Así, el Comité de los Derechos del Niño en su Observación General Nº 
7 (40º período de sesiones), se refiere específicamente a estos niños, con-
siderándolos como pertenecientes a los grupos más vulnerados: “(…) 24. 
Acceso a servicios, especialmente para los más vulnerables. El Comité 
hace un llamamiento a los Estados Partes para que velen por que todos 
los niños pequeños (y los principales responsables de su bienestar) ten-
gan garantizado el acceso a servicios adecuados y efectivos, en particular 
programas de atención de la salud, cuidado y educación especialmente 
diseñados para promover su bienestar. Deberá prestarse especial aten-
ción a los grupos más vulnerables de niños pequeños y a quienes corren 
riesgo de discriminación (art. 2). Ello incluye a las niñas, los niños que 
viven en la pobreza, los niños con discapacidades, los niños pertenecien-
tes a grupos indígenas o minoritarios, los niños de familias migrantes, los 



323
Informe anual 2012

niños que son huérfanos o carecen de atención parental por otras razones, 
los niños que viven en instituciones, los niños que viven con sus madres 
en prisión, los niños refugiados y demandantes de asilo, los niños infec-
tados o afectados por el VIH/SIDA, y los niños de padres alcohólicos o 
drogadictos (véase también la sección VI)”.

Un relevamiento realizado por este comité dentro de la unidad 33, que 
es la cárcel que aloja a la mayor cantidad de madres y niños en la provin-
cia de Buenos Aires, da cuenta cabalmente de la falta de intervención del 
Sistema de Promoción y Protección. De la totalidad de 91 niños en toda la 
provincia, el 91% se encuentra alojado en la unidad 33 (83 niños). Mientras 
que sobre un total de 74 madres en las cárceles provinciales, el 90% (67 
madres) se aloja en la misma unidad carcelaria. De las entrevistas realiza-
das en dos oportunidades en esta unidad penal durante el año 2011, surge 
la siguiente muestra:

Se relevó información sobre 29 mujeres (43% del total de madres): 
24 mujeres del pabellón 1 del Módulo A (de las cuales cuatro se encon-
traban embarazadas), cuatro del Pabellón 4 del Módulo B, una del Pa-
bellón 10 del Módulo C). Al momento del relevamiento dichas madres 
tenían a su cargo dentro de la unidad un total de 31 niños/as, con edades 
entre un mes y 3 años.

1- DNI: Todos los niños contaban con DNI, salvo uno (que lo obtuvo al 
año de vida), el resto accedió a éste al poco tiempo de nacer. En la mayoría 
de los casos (64%) fueron tramitados por las UP donde se encontraban de-
tenidas sus madres, siendo gestionado en los restantes casos por el mismo 
hospital donde nació (18%), por la comisaría donde se encontraba detenida 
la madre (9%) o por la misma madre antes de ingresar a la cárcel (9%).

2- Asignación Universal por Hijo (AUH): Del total de madres con hijos 
en la unidad penal, sólo una accedía al cobro de la AUH y en forma reciente 
(hacía cuatro meses), ya que esta gestión fue realizada por la madre de la 
detenida.

De las restantes madres ninguna accede a este derecho básico y enuncia-
do como universal para sus hijos. Al consultar los motivos por los cuáles no 
han accedido, las razones expuestas por las mujeres detenidas fueron:

a) No contar con nadie “en la calle” (familiar extramuros) que pueda ges-
tionarlo; b) Haber perdido otros planes sociales al quedar detenidas; c) No 
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saber cómo hacerlo; d) Haberlo tramitado hace ya varios meses sin haber 
tenido ninguna respuesta; e) No poseer DNI (la madre); f) Porque “al estar 
presas” se les informó que no lo pueden tener.

3- Acceso al Sistema de Promoción y Protección de Derechos de Ni-
ños/as: Se indagó sobre el acceso o contacto de las madres con el andamia-
je institucional público facultado para ejercer la política de infancia y en 
especial a la infancia con derechos vulnerados. De allí surge que ninguna 
de las madres entrevistadas tuvo contacto alguno con un representante del 
Servicio Local o Servicio Zonal de Promoción y Protección de Derechos 
(de la ciudad de La Plata o de la provincia de Buenos Aires). En otras pa-
labras: esta población se encuentra inhibida espacialmente, no pudiendo 
desplazarse hacia la sede del Servicio Local o Zonal, y desde dichas insti-
tuciones esta población se encuentran absolutamente invisibilizada.

Como surge de lo antedicho, es notoria la inaccesibilidad a programas 
nacionales o locales de promoción y protección de los derechos del niño 
para las mujeres madres detenidas con sus hijos. 

Es necesario destacar que la Asignación Universal por Hijo ha sido es-
tablecida por decreto presidencial Nº 1602, destacándose entre sus funda-
mentos: “Que la Ley Nº 26.061 tiene por objeto la Protección Integral de 
los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes que se encuentren en el 
territorio de la República Argentina, para garantizar el ejercicio y disfrute 
pleno, efectivo y permanente de aquellos reconocidos en el ordenamiento 
jurídico nacional y en los Tratados Internacionales en los que la Nación 
sea parte. Que por el artículo 3o de dicha norma se entiende por interés 
superior de aquéllos a quienes protege la máxima satisfacción, integral y 
simultánea de los derechos y garantías que a ellos se les reconoce, entre los 
que se encuentran el derecho a la obtención a una buena calidad de vida, 
a la educación y a obtener los beneficios de la Seguridad Social. Que cabe 
agregar que el artículo 26 de la Ley Nº 26.061 dispone que los organismos 
del Estado deberán establecer políticas y programas para la inclusión de las 
niñas, niños y adolescentes, que consideren la situación de los mismos, así 
como de las personas que sean responsables de su mantenimiento.(…) Que, 
en virtud de ello, se torna necesario contemplar la situación de aquellos me-
nores pertenecientes a grupos familiares que no se encuentren amparados 
por el actual Régimen de Asignaciones Familiares instituido por la Ley Nº 
24.714 creándose, a tal fin, la Asignación Universal por Hijo para Protec-
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ción Social. Que la referida Asignación Universal por Hijo para Protección 
Social consistirá en una prestación monetaria no retributiva de carácter 
mensual, que se abonará a uno sólo de los padres, tutor, curador o pariente 
por consanguinidad hasta el tercer grado por cada menor de DIECIOCHO 
(18) años que se encuentre a su cargo o sin límite de edad cuando se trate 
de un hijo discapacitado...” 

Como surge claramente de los fundamentos precedentes, la AUH incluye 
a todos los niños con el fin de garantizar el ejercicio de todos sus derechos 
y su interés superior, encontrándose incluidos también los niños que viven 
en prisión junto a sus madres. El mencionado decreto no se refiere específi-
camente a esta situación pero tampoco establece impedimento alguno para 
el acceso a la Asignación Universal. 

De acuerdo a lo antedicho, resulta harto evidente que los niños que viven 
en prisión junto a sus madres constituyen uno de los grupos más vulne-
rados dentro del sistema, y por ello deben ser incorporados al Sistema de 
Promoción y Protección de Derechos y a todos los programas nacionales 
implementados en el mismo sentido. De ningún modo puede pensarse que 
el mismo organismo encargado de la custodia de las madres puede garan-
tizar la vigencia y el respeto de los derechos humanos de los niños y su 
interés superior.

Denuncia penal: La situación del Hogar San Patricio 
Durante el mes de junio de 2011 se presentaron ante el CCT varias de-

nuncias contra el “Hogar San Patricio” (hogar para discapacitados de La 
Plata) por presuntos malos tratos, vejaciones y abandono de al menos dos 
niños internados allí. En principio dichos niños mostraban signos evidentes 
de sobre medicación, falta de diagnóstico y, como consecuencia, falta de 
tratamiento adecuado.

Uno de los niños, B.A., de 9 años de edad, fue institucionalizado cuando 
tenía 2 años, al fallecer su madre. Ingresa al Hogar San Patricio por una 
Medida de Abrigo dispuesta por el Servicio Zonal de Almirante Brown, 
con diagnóstico de TGD (Trastorno Generalizado del Desarrollo) y retraso 
madurativo, lo que fue confirmado en la evaluación de admisión al hogar, 
requiriendo constante control de un adulto. Por esta razón se le suministra 
medicación indicada por médico psiquiatra y neurólogo de la institución: 
Risperidona 1 mg, 3 comprimidos por día; Valcote 250 mg, 2 ½ por día; 
Levomepromacina 25 mg, 1 comprimido por día. Es de destacar que dicha 
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medicación es indicada para pacientes epilépticos y psicóticos, pudiendo 
producir graves consecuencias su ingesta por períodos prolongados y en 
cantidades altas.

Ni bien ingresa al Hogar, B. es integrado en la educación común en 
la Escuela Primaria Nº 117 de La Plata, con intervención de la Escuela 
Especial Nº 503, que atiende específicamente a niños con trastornos emo-
cionales severos. Cursa el segundo año del turno mañana con la asistencia 
de una maestra integradora. Según relatos del niño, en el Hogar no puede 
dormir por las noches debido a ruidos o situaciones que generan los com-
pañeros de habitación, lo que provoca una angustia que interfiere en su 
rendimiento psicosocial y pedagógico. A veces no concurre a la escuela 
por estar “castigado”.

En la institución duerme en una habitación sin picaporte que se mantie-
ne cerrada y sin comunicación con nadie, en situación de detención sin 
posibilidad de salir por sus propios medios. Existen presunciones de que 
en ocasiones es atado y obligado a levantarse dos veces por noche para 
evitar que se haga pis en la cama. No realiza actividades extraescolares 
por fuera de la institución donde vive. Expresa constantemente el anhelo 
de restablecer vínculos con sus hermanos (únicas referencias familiares) 
con quienes estuvo siempre hasta ser trasladado a San Patricio. Asimismo 
ha manifestado distintas alteraciones en su conducta que podrían generar-
se en las altas dosis y tipos de medicamentos suministrados por la insti-
tución. Últimamente, según relatos de los denunciantes, ha tenido crisis 
violentas en la escuela, somnolencia y no controla esfínteres, sin que la 
institución que lo alberga haya realizado gestión alguna para modificar 
tal situación. 

El otro caso denunciado se refiere a una niña de 10 años de edad, L.C.P., 
quien fue abandonada por su madre biológica y no tiene contacto con su 
padre. Es de destacar que no existen referencias a acciones que hayan fa-
vorecido la vinculación familiar. Quedó al cuidado de su abuelo, a quien le 
quitaron la guarda sin que se conozcan las razones que motivaran tal deci-
sión. Permaneció un tiempo en guarda provisoria con una vecina, período 
en el cual asistió a un tratamiento psicológico en el Hospital Tobar García 
por problemas de conducta. La vecina se presentó en marzo de 2010 en 
los tribunales manifestando que ya no podía hacerse cargo de la niña, que 
entonces fue institucionalizada. Sólo cuenta con el apoyo de dos mujeres 
(hijas de la vecina que tuvo la guarda) que a veces la visitan en el Hogar, al 
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igual que su abuelo. Fue derivada a la Clínica Hogar San Patricio a partir 
de una Medida de Abrigo. 

Ingresó allí con diagnóstico de trastornos de conducta y retraso ma-
durativo por causas emocionales. Actualmente recibe medicación indi-
cada por médicos psiquiatra y neurólogo de la institución: Risperidona 
1 mg, ¾ veces por día; Levomepromacina 25 mg por día; Teoridacina 
25 mg, tres veces por día. La niña cursa el tercer año del turno maña-
na en el mismo establecimiento que B. (EPB Nº 117), desde febrero 
de 2011. Según refieren los docentes, al inicio se mantenía aislada de 
sus compañeros y jugaba sola. Sin embargo, esta situación se revirtió 
y posteriormente se mostró motivada por las propuestas pedagógicas 
aceptando la ayuda de sus compañeros e interactuando con pares y do-
centes en situaciones de juego o conversación; no obstante muestra in-
seguridad en relación al lenguaje oral y poca claridad de pronunciación. 
Refieren los docentes que en ocasiones habla y luego de un breve lapso 
se duerme o muestra mucha somnolencia, creyéndose que se debe a un 
efecto adverso de la medicación. Al igual que B. a veces no controla 
esfínteres y tampoco advierte posteriormente esta situación. 

Sorprende y preocupa que ante dos diagnósticos diferentes se sumi-
nistre casi la misma medicación y que además ambos niños presenten 
las mismas manifestaciones en su conducta: somnolencia, no control de 
esfínteres, etcétera. Asimismo, tuvimos conocimiento de que una profe-
sional psicóloga del Hogar San Patricio renunció a su cargo poco tiem-
po después del ingreso de ambos niños, denunciando ante el Colegio de 
Psicólogos de la Provincia de Buenos Aires, Distrito XI que en el Ho-
gar le obligaban a firmar diagnósticos en blanco. Ante esa situación nos 
comunicamos telefónicamente con el mencionado colegio profesional, 
ratificándose desde esa institución la existencia de una denuncia de un 
profesional que trabajaba en el Hogar mencionado y renunció por irre-
gularidades varias que podrían constituir delitos.

Como consecuencia de esta gravísima denuncia, el CCT presentó en el 
mes de julio de 2011 una denuncia penal contra el Hogar San Patricio a 
efectos de que se investigara la presunta comisión de delitos de acción pú-
blica. Actualmente continúa en trámite.

Torturas y muertes
Decíamos en el Informe Anual 2011 que asistíamos a un recrudecimiento 
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de la violencia institucional contra niños y jóvenes de nuestra provincia. 
Que no quedaban fuera de dichas prácticas ninguna de las agencias puniti-
vas. Esto persiste en la actualidad sin que se investiguen debidamente los 
hechos denunciados ni se registren con rigurosidad los hechos de tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes.

El Comité de los Derechos del Niño establece en la Observación Ge-
neral Nº 13, del 18 de abril de 2011: “(…) 5.	Obligaciones de los Esta-
dos y responsabilidades de la familia y otros agentes. La referencia a 
los ‘Estados partes’ abarca las obligaciones de esos Estados de asumir 
sus responsabilidades para con los niños a nivel no solo nacional, sino 
también provincial y municipal. Estas obligaciones especiales son las 
siguientes: actuar con la debida diligencia, prevenir la violencia o las 
violaciones de los derechos humanos, proteger a los niños que han sido 
víctimas o testigos de violaciones de los derechos humanos, investigar 
y castigar a los culpables, y ofrecer vías de reparación de las violacio-
nes de los derechos humanos. Con independencia del lugar en que se 
produzca la violencia, los Estados partes tienen la obligación positiva y 
activa de apoyar y ayudar a los padres y otros cuidadores a proporcio-
nar, dentro de sus posibilidades y medios económicos y en consonancia 
con la evolución de las facultades del niño, las condiciones de vida que 
sean necesarias para su desarrollo óptimo (arts. 18 y 27). Asimismo, 
los Estados partes se asegurarán de que todas las personas que sean 
responsables de prevenir y combatir la violencia y de brindar protección 
frente a esta, en su trabajo y en los sistemas judiciales, respondan a las 
necesidades de los niños y respeten sus derechos (…)”. 

Sin perjuicio de las distintas normas y observaciones emanadas de los 
órganos supraestatales, no debemos olvidar que el Comité de los Dere-
chos del Niño ya había recomendado al Estado argentino, en sus obser-
vaciones del año 2010, que debía realizar todas las acciones pertinen-
tes a fin de prevenir y erradicar toda forma de violencia institucional. 
Nada se ha implementado en ese sentido, ninguna acción que permita 
vislumbrar un cambio en estas prácticas ni compromiso para juzgar ni 
sancionar a los responsables.

Datos obtenidos en inspecciones del Comité contra la Tortura
De la sistematización de datos obtenidos de entrevistas realizadas a los 

jóvenes detenidos en centros cerrados y de recepción podemos afirmar que 



329
Informe anual 2012

las torturas y golpes no son exclusividad de la agencia policial, si bien 
en este caso constituyen la mayoría de los hechos denunciados. También 
dentro de los centros de recepción y cerrados de la provincia se aplican 
sistemáticamente todo tipo de malos tratos y torturas.

De un total de 116 entrevistas realizadas durante el año 2011, el 19,5 % 
de los jóvenes manifestó haber padecido torturas y malos tratos por parte 
de asistentes de minoridad. El Instituto más sindicado es el Centro de Re-
cepción de Lomas de Zamora, con el 60% del total de hechos. Le siguen 
el Centro Cerrado Almafuerte, con el 20%; y los Centros de Recepción La 
Plata, Cerrado Virrey del Pino, Cerrado Mar del Plata y Recepción Malvi-
nas Argentinas; que suman el restante 20%. 

Torturas y abandono en el Centro de Recepción de Lomas de Zamora
Como venimos denunciando desde hace años, el Centro de Recepción de 

Lomas de Zamora se caracteriza por el cruento régimen de vida y las tortu-
ras sistemáticas aplicadas a los jóvenes detenidos. También se caracteriza 
por la impunidad que gozan los ejecutores de las torturas, garantizada por la 
falta de investigación y consecuente imputación de los delitos denunciados. 
Después de cinco años de denuncias penales, presentaciones colectivas y 
denuncias administrativas, todos los asistentes de minoridad reconocidos y 
denunciados por los jóvenes, permanecen trabajando en el mismo Centro. 
No existe intención alguna por parte del poder ejecutivo de terminar con 
esta situación. Ni existe tampoco por parte del poder judicial ni del Ministe-
rio Público de Lomas de Zamora intención de avanzar con la investigación 
de los delitos de tortura.

Torturas en perjuicio de C.R.C.: El día 24 de mayo de 2011 el Comi-
té contra la Tortura inspeccionó el Centro, tomando contacto directo 
con un joven que denunció haber sufrido golpes por parte del perso-
nal de la institución. Presentamos habeas corpus ante su juez natural 
(Juzgado de Garantías del Joven Nº 1 de Lomas de Zamora) en causa 
3714/11, quien elevó las copias respectivas ante la UFI 10 de Lomas de 
Zamora, iniciándose la IPP 07/00/32778/11 caratulada “Personal del 
Centro de Recepción Lomas de Zamora-Severidades, Vejaciones y/o 
Apremios Ilegales-C.R.C.”. Destacamos que a la fecha de la denuncia 
se encontraba a cargo del Juzgado el Dr. Alesandrini, subrogando al 
Juez Raúl Donadío quien se había jubilado. La causa fue iniciada el 27 
de mayo de 2011. En el habeas corpus el joven ratifica que había sido 
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golpeado luego de un conflicto por un encendedor.
Si bien la investigación comienza en esa fecha, el hecho había ocurrido 

semanas antes, y había sido denunciado por su madre ante el defensor ofi-
cial del joven Dr. Perelmuter, David (Defensor Oficial Penal del Fuero de la 
Responsabilidad Penal Juvenil de Lomas de Zamora). Lo notable del caso 
es que el abogado defensor del joven en vez de iniciar la correspondiente 
denuncia ante la UFI en turno, presentó un escrito donde la madre del 
joven refiere las circunstancias de los golpes que había recibido su hijo, 
en la causa que se le sigue al joven por la presunta comisión de un delito. 
Es decir pone este hecho en conocimiento de quien por su competencia no 
puede investigar delitos cometidos por adultos.

Asimismo, una psicóloga del Centro había presentado en la causa del 
joven (3714/11) un informe donde expresamente relata que C.R.C. refiere 
haber sido golpeado por tres asistentes de minoridad, solicitando el traslado 
del joven por su seguridad. Ambos escritos se encuentran agregados en la 
causa que tramitaba en ese entonces ante el juzgado mencionado. Ni el juez 
ni su abogado defensor Dr. Perelmuter presentaron la denuncia correspon-
diente. Sólo a partir de nuestra intervención se inició la investigación penal 
y se agregaron las copias de los escritos mencionados en la IPP que tramita 
en la UFI 10.

Torturas policiales y abandono en perjuicio de A.W.S.: Durante la men-
cionada inspección, en la celda 21 del módulo 2 encontramos a un joven de 
17 años brutalmente golpeado por la policía de la comisaría 1° de Lanús. 
A pesar de las gravísimas secuelas físicas, la fiscal del joven interviniente 
no creyó la versión del joven y lo desestimó sin cursar la denuncia. Según 
refiere le dijeron: “que no le convenía denunciar, porque si era mentira eso 
lo iba a perjudicar”.

En forma inmediata nos presentamos en la UFI 8 en turno, donde debi-
mos insistir para que el Fiscal nos recibiera y también insistir para que nos 
tomara la denuncia y procediera con celeridad a recolectar alguna prueba 
(pedíamos fotografías para probar las lesiones, ya que el fiscal Ferrari se 
negaba a concurrir al Centro, que se encuentra a pocos metros de su oficina. 
Adujo estar muy ocupado). 

La secretaria del fiscal insistía en señalar que el joven estaba dando un 
nombre falso (porque no lo encontraba en el SIMP) y que “mentía”. Agre-
gó: “esto si ya pasó hace un par de días no es grave. Sería grave si pasa 
ahora en el instituto, pero esto ya pasó, ya no es grave”. 
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Cabe destacar que el joven estaba desfigurado: orejas completamente 
violáceas, ojo negro hinchado, corte en la ceja, chichones por toda la ca-
beza, cortes en las muñecas producto de las esposas ajustadas. Todo eso 
se les informó al fiscal y a su secretaria, quien insistía en que “no tenían 
competencia” por “ser menor y estar a cargo de un juzgado de menores”. 
Insistimos en que estábamos denunciando un delito con un presunto autor 
mayor, por lo cual sí le correspondía. Contestó que bajo ningún punto de 
vista iba a tomarle declaración al menor porque le podía traer problemas y 
que como era 1390 y no podía delegar la investigación a la policía estaba 
“atado de manos”, que no podía hacer nada porque no tenía recursos ni 
tiempo, que estaba muy ocupado y con muchos detenidos. Insistimos en 
que se enviara un fotógrafo y luego de varios intentos accedió a que pre-
sentemos la denuncia por mesa de entrada, ya que por disposición del fiscal 
general sólo allí se puede realizar. 

Según los relatos del joven, cuando fue detenido por personal policial 
de la comisaría 1° de Lanús en la calle, lo tiraron al piso, lo redujeron 
y le colocaron las esposas en las muñecas con los brazos para atrás. En 
el piso, un oficial le piso la espalda mientras, uno a uno, los restantes 
cuatro policías (uno vestido de civil) se turnaban para pegarle patadas 
en la cabeza. Así le partieron la ceja y frente, provocándole un corte de 
varios centímetros. Luego lo subieron a una camioneta y lo llevaron 
donde estaba su acompañante, baleado. Era sábado a las 00:30 hs. Lo 
alojaron en la comisaría 1° de Lanús, en una celda, solo, sin campera ni 
abrigo alguno. Dos horas más tarde lo llevaron dos policías de civil (de 
la brigada) y uno uniformado a una oficina. Le dijeron: “Ahora vamos a 
hablar, ahora me vas a contar todo”. Allí lo esposaron y lo hicieron arro-
dillar. En esa posición, comenzaron a golpearle ambas orejas al unísono 
con cachetazos fuertes (tortura conocida como plaf plaf). Reiteraron 
este movimiento sin parar por varios minutos. Le salió sangre de la 
boca y oídos. Pararon. Al instante comenzaron de nuevo, luego le die-
ron varios cabezazos en la frente. Le bajó la presión y casi se desmaya. 
Ahí pararon y le mojaron la cara con agua. Siguieron. Querían saber 
nombres, datos y referencia de los chicos con los que él “para” y sobre 
el hecho que le imputaban. Cuando escupió sangre le dijeron: “si no me 
contas te voy a hacer salir más”. Luego lo llevaron al cuerpo forense, 
y lo amenazaron para que no “hable”, que si decía algo lo iban a llevar 
a la celda donde estaban los adultos “para que lo agarren”. Luego de la 
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golpiza y ya con lesiones graves en rostro y cabeza, le tomaron fotogra-
fías. Lo amenazaron para que dijera que quienes lo golpearon fueron 
los damnificados (víctimas) del hecho. Esto es lo primero que el joven 
dijo a su madre al verla. Luego de algunos minutos se quebró y le contó 
la verdad. Lo mismo hizo frente a la Fiscal del Joven y el personal del 
juzgado. No le creyeron y dijeron que no hiciera la denuncia porque de 
ser mentira lo perjudicaría. 

Recién a las 20:30 hs. del día siguiente fue llevado al instituto de me-
nores. Estuvo en manos de la policía 20 hs. Por las lesiones recibidas no 
pudo comer por 72 hs. En el instituto de Lomas no lo atendieron. Nadie le 
ordenó estudios médicos, no le hicieron curaciones, ni le brindaron medi-
camentos. 

Lo encontramos en la celda vestido con ropa institucional, insuficiente 
para el frío y muy rota. Al colchón casi no le quedaba relleno. Desde hacía 
cuatro días estaba literalmente “tirado” dentro de una celda-depósito del 
módulo 2 de Lomas de Zamora. Es de destacar que por la intensidad de los 
golpes recibidos y la gravedad de las lesiones que presentaba el joven se 
encontraba en serio riesgo, sin embargo lo dejaron encerrado 24 hs. diarias 
en una celda, solo, sin que  a nadie le importe, sin que los responsables 
de su integridad y seguridad arbitraran los mecanismos  procedentes para 
garantizar la investigación de los hechos y la debida protección y atención 
de su salud psicofísica. 

Muerte en el encierro
Centro Cerrado Virrey del Pino, La Matanza
Miguel tenía 19 años y se suicidó el 15 de septiembre de 2011 en el Cen-

tro Cerrado Virrey del Pino de La Matanza.
Había sido trasladado hacía poco tiempo desde el Almafuerte. En este 

último instituto estudiaba computación, comunicación social y trabajaba en 
el horno de ladrillos. Según uno de los jóvenes que hablaba con él, se sentía 
últimamente muy preocupado porque el Fiscal –presuntamente– le había 
solicitado una condena de prisión perpetua, por ello comenzó a autoagre-
dirse en forma cotidiana. 

El día del hecho, según refiere su compañero, Miguel estuvo en el come-
dor y no quiso quedarse a ver una película, solicitó ir a su celda. Su compa-
ñero declara que al rato vio que el encargado pasó corriendo, que inclusive 
pudo ver por una ventana a Miguel colgando de una sábana y que cuando el 
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encargado entró a la celda, salió corriendo. Unos minutos después regresó 
con más personal y lo descolgaron, dándose cuenta de que todavía vivía. 
Que esto ocurrió en la celda 3 del módulo 2. Comenta además que “acá el 
pibe comenzó a tomar medicación”, que antes no lo hacía, “el psiquiatra te 
da un combo de pastillas, sabe que tiene que hacer un tratamiento con vos 
y no lo hace, te da pastillas”.

Posteriormente nos entrevistamos con el director del Centro, quien infor-
ma que el joven fue atendido inmediatamente, que a las 12.05 lo llevaron 
al hospital y falleció a las 12.30 hs. (en el traslado). Nos refirió que hacía 
dos meses una psiquiatra de la Subsecretaría de Niñez y Adolescencia había 
informado al juez sobre el estado del joven y solicitado su traslado para 
asegurar su integridad psicofísica.

Miguel se suicidó en el centro de detención donde no debía estar, an-
gustiado por su incertidumbre procesal, e ignorado por quienes estaban 
a cargo de su custodia y seguridad. Estaba sólo, en su celda cerrada, sin 
el más mínimo recaudo sobre su integridad física y psicológica. Sobre 
este punto, se destaca el hecho de que Miguel, al consumir psicofármacos 
prescriptos clínicamente y ante su cuadro, no debía estar a solas y con la 
puerta de su celda cerrada. En una de las paredes de su celda una leyenda 
escrita de su puño y letra decía: “Nair te quiero muchísimo. Miguelito”. 
Sólo esas cuatro paredes fueron testigos de una muerte más en la soledad 
de la injusticia. 

Luego de su muerte interviene la Fiscalía de Suicidios de La Matanza 
a cargo del Dr. Carlos Arribas (UFI 2, Laferrere). Con este hecho el 
Centro suma el tercer caso de suicidio, los otros dos datan del 16 de 
noviembre de 2008. 

Observaciones finales del Comité de los Derechos del Niño
En nuestro último Informe Anual detallamos los puntos salientes de las 

temáticas penales que fueron informados por el Estado argentino en sus 
presentaciones ante Naciones Unidas en los años 2008 y 2010 en ocasión 
de la 54° sesión del Comité de los Derechos del Niño realizada en Ginebra 
entre el 25 de mayo y el 11 de junio de 2010. 

Como corolario de tal instancia, el Comité de los Derechos del Niño 
emitió sus recomendaciones para Argentina [GE.10-43149 (S) 070710 
120710] en el marco del “Examen de los informes presentados por los Es-
tados partes en virtud del artículo 44 de la Convención”, las cuales fueron 
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presentadas en forma sintética en el informe anterior y pueden consultarse 
en extenso en el sitio web de Naciones Unidas145. En el CD anexo a este 
informe se realiza un análisis detallado del grado de cumplimiento de las 
recomendaciones por parte del estado argentino. Solo a modo de resumen 
se señala que éstas continúan  incumplidas, principalmente en relación a la 
difusión pública de tales recomendaciones, a la consolidación del sistema 
de promoción y protección de derechos, la creación del Defensor de los 
Derechos del Niño, la producción de información estadística, legislación 
en materia penal juvenil y tortura y tratos inhumanos o degradantes y admi-
nistración de la justicia juvenil146. 

145. Disponible en español en: 
http://www2.ohchr.org/english/bodies/crc/docs/co/CRC.C.ARG.CO.3-4_sp.pdf
146. Para mayor información ver Anexo en CD.
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COLUMNA DE OPINIÓN

Un avance en la protección de derechos frente a 
un caso de violencia policial

Por Marcelo Giacoia*

Como lo he sostenido en reiteradas resoluciones, la nueva percep-
ción de la infancia no ha sido internalizada por buena parte de los 
operadores del Fuero de Responsabilidad Penal Juvenil. Continúan 
sosteniendo prácticas personales e institucionales que no respetan 
los derechos y las garantías de los jóvenes. Con frecuencia constato 
la implementación de estas acciones de neto corte autoritario y re-
presivo por parte del personal de la policía de la provincia. 

Un ejemplo, entre tantos, de la violencia institucional referida fue 
lo sucedido entre el joven A.E.G.C. y el personal de la Comisaría 
de Marcos Paz, al momento de su aprehensión, luego de su presunta 
participación en un robo agravado por su comisión con arma.

Fue absolutamente desgarrador escuchar el relato de su madre, 
sobre lo acontecido. Expresó que al momento de la detención de 
su hijo se hizo presente en el lugar y observo cómo lo golpeaban 
y “que le salía espuma por la boca”. Que intento frenar la agre-
sión  pero fue tomada  de un brazo por una mujer policía y arrojada 
al piso, en tanto que le seguían pegando. Luego su hijo fue tirado 
en un móvil casi inconsciente. El personal policial no le permitió 
acompañarlo al hospital. Frente a ello, se hizo presente en la Co-
misaría. Luego de una hora y varios reclamos, le permitieron ver 
a su hijo. Estaba en el sector de calabozos, casi desmayado y pudo 
observar las lesiones que presentaba en su cuerpo. Permaneció con 
él, ambos tirados en el piso durante toda la noche hasta que fueron 
trasladados a la Fiscalía actuante.

Frente a este accionar policial y mediante resolución de fecha 30 
de setiembre del año 2011 en los autos pertinentes (carpeta de causa 
nro. 436 del registro de la Secretaría del Juzgado de Garantías del 
Joven N° 1 Depto. Judicial de Mercedes), se libraron sendas comu-
nicaciones a los Señores Fiscal General y Defensor General, ambos 
de este departamento judicial. Como también se remitió copia de 
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lo actuado a la Secretaría de Asuntos Institucionales de la Suprema 
Corte de Justicia de la Provincia y al Comité contra la Tortura de la 
Comisión por la Memoria. 

Iniciada la Investigación Preliminar en relación a la ilegalidad 
del accionar policial denunciado, se presentó un nuevo problema: la 
asistencia letrada del joven A.E.G.C. en esas actuaciones en la que 
es víctima. Obviamente su familia no tiene recursos económicos 
para la designación de un letrado particular. ¿Cómo ejercer enton-
ces los derechos y las facultades que otorgan las normas de los artí-
culos 77 y 79 de nuestro ordenamiento procesal? ¿Cómo controlar 
y participar en esa investigación preliminar? Este problema se le 
presenta con frecuencia a un gran sector de los jóvenes de nuestra 
provincia que son víctimas, no tan sólo de este tipo de accionar 
policial, sino también de otros hechos delictivos. 

Con fecha 20 de abril del presente año, el Señor Defensor Gene-
ral Departamental Dr. Mariano Luis Bertolotti resolvió instruir a la 
Señora Defensora Oficial ante el Fuero de la Responsabilidad Penal 
Juvenil Dra. Celeste Vila para que arbitre los medios necesarios a fin 
de presentarse como letrada patrocinante del particular damnificado 
en la investigación preliminar caratulada “Severidades, vejaciones 
y/o apremios ilegales. Víctima A.E.G.C.”. Dispuso, asimismo, que 
el Señor Defensor General Adjunto, Dr. Juan Mahiques participe de 
manera conjunta (Res. D. G. n° 10/2012).

El Señor Defensor General Departamental, en los fundamentos 
de su resolución sostuvo que en el caso del joven A.E.G.C. resul-
ta aplicable el antecedente de la Suprema Corte de Justicia de la 
Provincia de Buenos Aires caratulado “V.M.A. y otros s/recurso de 
casación” (P.103.572). 

Esta resolución es un avance, un acto concreto de protección de 
los derechos del joven A.E.G.C. Se espera que decisiones como la 
mencionada se expandan. 

* Juez de Garantías del Joven de Mercedes.



337
Informe anual 2012

COLUMNA DE OPINIÓN

La ficción de la inclusión 
ante la real neutralización 

Por María Fernanda Saumell*

Previo a dar contenido a esta columna de opinión, vale aclarar 
–para evitar confusiones y tener por ciertas posiciones que no 
son– el convencimiento etnográfico de que ningún castigo penal 
–menos aún aquél que se ejecuta en cautiverio– resulta un medio 
idóneo para acceder al legal objetivo de inclusión (CIDN, 40 inc. 
1, CADH, 5 inc. 6 y PIDCP, 10 inc. 3).

La cuestión aquí planteada tiene que ver con las encumbradas 
penas de prisión que se imponen a los jóvenes –mayores de edad 
seguramente para ese momento judicial (art. 4 de la ley 22278)– 
desconociendo los principios típicos de la especialidad del fuero 
(CIDN, 40 inc. 1) y la Constitución Nacional que preceptúa el 
respeto al principio de culpabilidad cierta en el hecho para toda 
consecuencia jurídico penal a fin de que la misma sea proporcio-
nal, razonable y justa (CN, 1, 16, 18 y 19). La Corte Federal es-
tablece como necesario y equitativo este diferente trato punitivo 
en el conocido fallo “M., D.E.” (CSJN - Fallos 328:4343 - Rta. 
el 7/12/05); al margen de ser un imperativo por el compromiso 
asumido estatalmente ante la comunidad internacional.

No habiendo cumplido aún los cuatro años de implementación del 
Fuero de Responsabilidad Penal Juvenil se ha observado la imposi-
ción de castigos elevados; tal vez más gravosos que aquellos que por 
un mismo hecho ilícito sean irrogados a una persona mayor de edad. 
Cuando decimos sanciones numéricamente altas nos estamos refirien-
do, por ejemplo, a: un castigo de catorce (14) años de prisión por el 
delito de homicidio simple (“M., A. J.”); dieciséis (16) años por el de-
lito de robo con homicidio resultante y homicidio simple en concurso 
real (“B., R.”); trece (13) años por la comisión del delito de homicidio 
simple y tentativa de homicidio simple (“S. G., S. D.”); diecisiete (17) 
años por el delito de robo agravado, tentativa de homicidio y homicidio 
culposos (“C.C., D.N.”); entre otros. En todos estos supuestos se men-



338
Informe anual 2012

cionó la aplicación de la reducción del castigo a la escala de la tentativa 
conforme la autorización del artículo 4 de la ley 22278. Parece una 
ficción, pero no lo es. Es la crueldad del sistema ayudada por la ficción 
de que el encierro coactivo prolongado puede ofrecer herramientas in-
clusivas a este “grupo” de jóvenes conflictuados con la ley penal.

Y decimos ficción porque sólo así pueden ser entendidos los ar-
gumentos que se lucen en las sentencias para sostener el desenlace 
de ordenar el encierro de un joven, por ejemplo, durante diecisiete 
(17) años. La ficción se inicia cuando se asume –formalmente y 
para legitimar– que durante ese extendido tiempo de cautiverio es 
posible cumplir con el objetivo de inclusión social. La prevención 
general –tanto en su versión positiva como negativa– es, sin du-
dar, el fundamento real de semejante castigo que en el itinerario 
desconoce principios y derechos fundamentales de los pibes que 
responden por hechos cometidos durante su minoría de edad.  

La mayoría de los destinatarios de las mencionadas penas de 
prisión están hoy alojados en establecimientos penitenciarios. 
Obviamente, el poder ejecutivo se lleva su reproche pues no exis-
te el programa de “jóvenes adultos” como establece el artículo 15 
de la ley 12256, con su debida sección y la participación y trabajo 
del Ministerio de Desarrollo para garantizar el trato específico 
que la institución penitenciaria nunca podrá brindar porque su 
génesis no tiene relación mínima con el espíritu de este fuero. Un 
ambiente plagado de prácticas que son absolutamente ineficaces 
para los propósitos filantrópicos (positivos y constructivos) que 
tiene que identificar a esta justicia especializada.

Penas elevadas, desproporcionadas en relación al grado de cul-
pabilidad comprometido por su condición de menor de edad al 
momento del hecho, y el dato fáctico de las condiciones en que se 
cumple el castigo (la cárcel real) confirman la ficción que todos 
sospechamos acerca de que la pena no promueve la inclusión al 
final de la trayectoria –de rutinaria observancia en el fuero juve-
nil– sino la neutralización del sujeto por un lapso prolongado.

El juego del doble discurso. No dudemos, es eso. Una argumen-
tación judicial desmentida en los hechos. Una autorización de cau-
tiverio por más de diez (10) años en la etapa vital de formación de 
una persona significa una experiencia marcada por el sufrimiento que 
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contribuye a una progresiva –por lo menos– deradación del yo147.
Massimo Pavarini define la realidad posmoderna en el gobierno 

de la criminalidad como aquella donde la defensa social –siempre 
existente– no se practica derrotando sus causas: de la criminalidad 
–como realidad nociva– nos defendemos, por un lado reduciendo 
los riesgos de victimización y, por el otro, neutralizando selectiva-
mente a los enemigos (Cit. en “Castigar al enemigo”. Criminalidad, 
exclusión e inseguridad. Edit. Flacso, M. M. de Quito, p. 53). 

Este objetivo velado es indiscutible en el caso del juzgamien-
to y sanción de los adolescentes acusados por hechos calificados 
graves. Simplemente porque se trata de uno de esos enemigos. En 
este sentido lo testimonian los retóricos argumentos que cubren 
páginas de una sentencia y el triste plano de la autenticidad carce-
laria donde los pibes pierden sus derechos y el trato específico que 
la Convención garantiza. La vida por más de una década entre los 
muros sincera el sistema; gobernar con la neutralización. 	

El grupo de “enemigos de la sociedad” encierra a los jóvenes pobres 
que están fuera del sistema de mercado y del medio educacional. En 
esta fracción de “grupos” la ideología de la neutralización selectiva se 
patentiza a través de la realidad paralela del realismo mágico de la jus-
tificación y legitimación de penas que prometen varios lustros de vida 
en prisión. Las penas numéricamente elevadas que se imponen a los 
adolescentes en la justicia juvenil merecen cuestión por ser claramente 
inconstitucionales al no venerar el grado de culpabilidad disminuida 
que per se hay que suponer por su estado de inmadurez (CSJN – Fallos: 
32/4343) y porque en los hechos se desentiende de las precarias o nulas 
condiciones estructurales para alcanzar los objetivos de inclusión (mí-
nima-social), con el silencio de pretender la neutralización en función 
de la gobernabilidad de la criminalidad y de ciertos grupos enemigos. 	

*Defensora del Joven de Mar del Plata.

147. García Bóres Espi, Josep (2003), “El impacto carcelario”, en Sistema Penal 
y Problemas Sociales, Edit. Tirant lo Blanch, Valencia, p. 421.Cesaroni, Clau-
dia (2010) complementa diciendo que: “Los efectos del aislamiento y la pérdida de au-
tonomía se ven claramente aumentados en el caso de personas que comienzan a cumplir 
este tipo de penas cuando están en pleno desarrollo personal”. Agrega que: “(…) las 
penas de larga duración, que afecta sus posibilidades de desarrollo, que solo sirven para 
castigar y, en ocasiones, para matar”. “La vida como castigo”, en Los casos de adoles-
centes condenados a prisión perpetua en la Argentina, Editorial Norma, pp, 14 y 20). 
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COLUMNA DE OPINIÓN

Por otra relación del Estado con la Niñez, 
la Adolescencia y la Juventud en la provincia 

de Buenos Aires

Por María José Cano y María del Rosario Hasperué*

La desigualdad social y los niveles de pobreza e indigencia si-
guen siendo los principales problemas que afectan a la niñez en 
nuestro país. En la conflictividad penal, nos encontramos mayor-
mente con jóvenes en condición de pobreza, y en ese sentido, 
siempre vuelve una vieja discusión de querer solucionar con el 
sistema penal problemas que en rigor son sociales. 

Sin embargo, los medios de comunicación ayudan a reproducir 
opiniones que ubican a los jóvenes en situación de pobreza como 
delincuentes en potencia. No es más que el discurso patronato en 
el esplendor de sus orígenes. Al contrario, deberíamos tender a 
preguntarnos qué está fallando en los dispositivos de promoción 
y protección de derechos, cómo está articulando la policía con los 
demás organismos de gobierno, los juzgados (Penales y de Fami-
lia), con los Servicios Locales y Zonales, el Ministerio de Desa-
rrollo Social con el de Seguridad, el de Educación y la Secretaría 
de Niñez, el ejecutivo provincial con los ejecutivos locales. Están 
fallando los planes y programas de contención e inclusión social: 
si no podemos incluir a un pibe de 12 años estamos en graves 
problemas. La cuestión es: ¿se intenta realmente incluirlo?

Discutir esto también nos obliga a discutir sobre la pobreza 
en un país con riqueza, discutir el trabajo digno de los padres 
y la libertad sindical ligada a éste. Son también dilemas de este 
modelo político, económico, cultural. Claro que sin estadísticas 
oficiales, todo es relativo. En el 2011, la pobreza oficial estuvo 
estimada en un 13,9% y la indigencia en un 4%, mientras que 
la Central de Trabajadores de la Argentina, entre otras fuentes, 
la ubicaron en un 30% y un 13% respectivamente. Estamos ha-
blando de unas 7 millones de personas pobres y 4 millones en si-
tuación de indigencia. No se generan políticas sobre los debates 
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sino sobre las certezas. 
Pero el mayor problema es el de la desigualdad, en todos los 

ámbitos, especialmente en el educativo. Hay brechas cada vez 
mayores entre la escuela pública y la privada, pero también en la 
misma escuela pública de acuerdo al lugar geográfico en donde 
se encuentre. 

Esto también está vinculado a la falta de aplicación de las le-
gislaciones. La impunidad con la que los ejecutivos incumplen 
las leyes nos deja a las organizaciones sociales sin mecanismos 
políticos para hacerlas cumplir. Nos conduce a judicializar nue-
vamente los problemas sociales a través de amparos o hábeas 
corpus; judicialización respecto a la aplicación de las legislacio-
nes de infancia que buscaron –irónicamente- desjudicializar estas 
problemáticas. 

Donde se pone la prioridad se pone el financiamiento. Vemos 
cómo se destina el presupuesto a publicidad y seguridad por 
encima de los fondos necesarios para la puesta en marcha del 
nuevo paradigma (en capacitación, recursos humanos y edilicios, 
programas, etc.) cuando la ley 13.298 obliga al Estado a llevar 
adelante una “asignación privilegiada de recursos públicos en las 
áreas relacionadas con la promoción y protección de derechos de 
la Niñez” (art. 7) y la ley nacional 26.061 rige bajo el principio 
de interés superior (art. 3) y de responsabilidad gubernamental 
(art. 5).

Se nos dice que debemos esperar, que estamos en transición 
(que ya lleva más de siete años), o que nos conformemos porque 
podríamos estar peor, cuando entre las urgencias que no pueden 
postergase o ignorarse se encuentra aún la desaparición de Lucia-
no Arruga, en un contexto en el que desde los distintos distritos 
se denuncian situaciones de violencia institucional por parte de la 
policía y de las llamadas guardias urbanas. 

A su vez falta la voz de los propios pibes y se los continúa 
estigmatizando también desde sectores del gobierno. Luego de 
cada hecho que involucra a un joven, surgen declaraciones que 
prometen terminar el problema de la inseguridad bajando la edad 
de punibilidad o generando políticas de represión. 

Aquí se definen las prioridades del presupuesto. Los recursos 



342
Informe anual 2012

se pueden destinar al sistema educativo o al sistema de detención. 
Y en realidad, el problema principal respecto a la seguridad está 
vinculado a que solo se visibiliza una parte parcial del problema, 
y no se interviene adecuadamente por los costos que ello implica. 
Es decir, abordar los factores que hacen al origen del problema 
como la exclusión social, la corrupción político-policial, entre 
otros. Lo que no se dice, es que intervenir genera costos y obliga 
al Estado a aceptar las consecuencias. En cambio, se comenzó 
con la política de instalación de cámaras de seguridad y de mili-
tarización de sectores del conurbano, asentamientos y villas, con 
el discurso de cambiar a la cuestionada policía bonaerense por 
gendarmería, como si ésta no estuviese cuestionada también por 
tráfico de personas, droga, mercancías y coimas. 

El abordaje de las noticias, las declaraciones de funcionarios 
y referentes políticos, construyen una opinión sobre los jóvenes 
pobres que son el cheque en blanco para el accionar policial cu-
yos abusos se materializan en el gatillo fácil y en la triste des-
aparición de Luciano Arruga. Este caso es paradigmático ya que 
incluso en la radio Provincia de Buenos Aires, la radio pública, 
en el 2011 se intentó censurar a los periodistas por preguntarle al 
ministro de Justicia y Seguridad bonaerense Ricardo Casal sobre 
el estado de la causa. Estos hechos son parte de una política de 
negación de la realidad (junto a la falta de estadísticas confiables 
sobre inflación-pobreza) para construir otro relato. No es nuevo, 
pero es lamentable que naturalicemos que la inseguridad es parte 
de un entramado que involucra a estamentos del poder judicial, 
policial y político. Es allí un lugar prioritario para intervenir y 
desnaturalizar la injusticia. 

Creemos que es indispensable avanzar en la plena implemen-
tación del sistema de promoción y protección de derechos, y eso 
implica poner en funcionamiento los organismos creados por ley, 
la Asignación Universal para todas las personas menores de 18 
años, aceptar los números reales de la pobreza y atacar la corrup-
ción del sistema político, policial y judicial. 

Cuando decimos “por otra relación del Estado con la Niñez, la 
Adolescencia y la Juventud”, reconocemos en el Estado la herra-
mienta más grande que tenemos como sociedad para llegar a to-
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dos los pibes y desde donde podemos generar políticas realmente 
universales. Amén de que es el Estado el responsable máximo de 
garantizar el pleno acceso de todos a sus derechos, con prioridad 
a todos/as los/as niños/as, adolescentes y jóvenes. 

* Foro por los Derechos de la Niñez, la Adolescencia y la 
Juventud de la provincia de Buenos Aires.
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ANEXO
Listado de muertes



 Fecha Unidad Nombre y apellido Causal 

1 03/01/2011 39 Ángel Gabriel Pérez Zarza  Herida arma blanca 

2 10/01/2011 2 Juan Manuel Barbón  Herida arma blanca 

3 12/01/2011 3 Marcos González Figueroa  Suicidio 

4 15/01/2011 21 Eduardo Martín Tapia Díaz  Suicidio 

5 16/01/2011 22 Jonathan Encina Núñez  Paro no traumático 

6 17/01/2011 35 Carlos Martín Osuna Ruiz Díaz  Suicidio 

7 24/01/2011 34  Ricardo Javier Chávez Vargas Suicidio 

8 26/01/2011 22 Jorge Christian Aguirre Álvarez  Autopsia 

9 28/01/2011 34 Simón Coria Ponce  Otra  

10 07/02/2011 28 Maximiliano Altamiranda Romero  Herida arma blanca 

11 07/02/2011 43 Lucas Vallejos Rodríguez  Herida arma blanca 

12 10/02/2011 28 Sergio Fabián Zamora  Herida arma blanca 

13 10/02/2011 9 Hugo Juárez Caro  Herida arma blanca 

14 14/02/2011 21 Marcos Antonio Veron Mendoza   Suicidio 

15 23/02/2011 22 Juan Alberto Garay  OMS-24-TBC 

16 24/02/2011 9 Rubén Darío Muñoz Guzmán  OMS-24 

17 26/02/2011 22 Ernesto Molina Giménez  OMS-24-Sepsis 

18 28/02/2011 1  Manuel Aquino Gómez Cáncer 

19 08/03/2011 45 Luisa Aranda Vivaldi  Paro no traumático 

20 11/03/2011 22 Hildo Omar Giuliani  Cáncer 

21 13/03/2011 22 Eduardo Enrique Robles Romero  Cáncer 

22 15/03/2011 2 Gustavo Quinteros Segovia  TBC 

23 19/03/2011 19  Héctor David Liz   Neumonía 

24 21/03/2011 40 Mirta Esperanza Prieto Unzain  Paro no traumático 

25 28/03/2011 26 Hilario Romero González  Pulmonía-Cardíacas 

26 31/03/2011 34 Feliciano Apolinario Godoy  Calfuman Otra-Autopsia 

27 06/04/2011 26 Cándido Lesana Cardíacas 

28 10/04/2011 15 Juan Silva González  traumatismo cráneo 

29 11/04/2011 36 Juan Carlos Ibarra Sosa  Paro traumático 

30 12/04/2011 47 Marcelo Sandoval Corvalan  Herida arma blanca 

31 13/04/2011 10 Román Miriñay  estrangulamiento 

32 15/04/2011 4 Alejandro Manuel Moure Bernal  Paro no traumático 

33 16/04/2011 12 José Orlando Rojas Velásquez  Suicidio 

34 20/04/2011 24 Héctor Vallejos Navarrete  OMS-24 

35 20/04/2011 1 Juan José García Piso  

Neoplasia de pulmón con 

metástasis 

36 20/04/2011 16 Antonio Marcone Freyre  Cáncer 

37 22/04/2011 3  Ángel Jesús González Ramos Suicidio 

38 27/04/2011 40 Eduardo Giménez Gutiérrez  Otra  



39 01/05/2011 AD Gladys Esther Rodríguez  Cáncer 

40 02/05/2011 AD Diego Marcos Rodríguez Berra  Paro no traumático 

41 05/05/2011 34 Héctor Mario Coria Gallardo  Suicidio 

42 08/05/2011 32 Federico Daniel Eskretkowics   

Golpe en la cabeza-Herida de 

arma blanca 

43 11/05/2011 26 Epifanio Cerrudo Sastria  Paro no traumático 

44 12/05/2011 42 Gabriel Villaseco Quiroga  Herida arma blanca 

45 14/05/2011 34 Aníbal Alejandro Gómez   Suicidio 

46 16/05/2011 23 José Isidro Mezza  Herida arma blanca 

47 17/05/2011 13  Ricardo Esteban Escobar Morales Herida arma blanca 

48 18/05/2011 46  Ramón Quinteros Ogas Herida arma blanca 

49 24/05/2011 9 Juan Alberto Monzón Piedrabuena  OMS-24-TBC 

50 27/05/2011 30 Alfredo Orlando Benítez Lugo  Cardíacas 

51 28/05/2011 48 Walter Hugo Federwicz Pereyra  Suicidio 

52 01/06/2011 22 Miguel Oscar Córdoba OMS-24 

53 04/06/2011 30 Carlos Alberto Rodríguez Villareal  Paro no traumático 

54 15/06/2011 1 Ramón Rufino Morales Sánchez  Respiratorias-Cardíacas 

55 15/06/2011 9 Antonio Rugerio Serrago  OMS-24 

56 19/06/2011 15 Nicolás Impurani Achaya  

OMS-24-Deshidratación por 

diarrea crónica 

57 21/06/2011 22 Carlos Fernando Quiroga Moyano  OMS-24-Hepatitis 

58 26/06/2011 24 Víctor José Hugo Andrade  Herida arma blanca 

59 26/06/2011 24  Oscar Jiménez Barreiro  Herida arma blanca 

60 30/06/2011 38 Gastón Castaño Ayala  Herida arma blanca 

61 01/07/2011 25 Roberto Ángel Florentino Lupani  Paro no traumático 

62 02/07/2011 34 Alfredo Luís Herrera Britos  Herida arma blanca 

63 02/07/2011 15  Cristian Baroncini Álvarez Torres Paro no traumático 

64 05/07/2011 37 Juan Antonio Quiroga Pérez  Shock séptico-Respiratorias 

65 06/07/2011 21 Claudio Gastón Cáceres Guzmán  OMS-24 

66 08/07/2011 26 Héctor Edgardo Bertiel Mansilla  ACV 

67 08/07/2011 38 Roberto Daniel Gómez Lezcano  Herida arma blanca 

68 09/07/2011 34 Carlos Barbalaci Trivino  Paro no traumático 

69 10/07/2011 

Alcaidía 

de Junín Miguel Ángel Ríos Suicidio 

70 13/07/2011 9 Martín Cristóbal López Castellon  OMS-24 

71 20/07/2011 22 Dardo Ernesto Coria Coria  Hemorragia digestiva alta 

72 21/07/2011 38 Gustavo Marcos González González  Sepsis 

73 21/07/2011 AD  Bianchi Arguello Armando Roberto PCRNT 

74 26/07/2011 19 Juan Carlos Amarillo Carpio    Cardíacas 



75 03/08/2011 39 Miguel  Valenzisi Ibarrola  Diabetes 

76 03/08/2011 22  Ricardo Antonio Gómez Sosa Metástasis hepática 

77 04/08/2011 1 José Luís Pérez Melge  Diabetes-EPOC 

78 10/08/2011 34 Alejandro Sequeira Montenegro  Homicidio 

79 19/08/2011 24  Daniel Omar Brizuela Sánchez  Suicidio 

80 25/08/2011 3 Julio Alberto Campos Álvarez  Paro no traumático 

81 27/08/2011 48  Manuel Oscar Bustamante Rojas Hiperglucemia 

82 02/09/2011 1 Alejandro Antonio Pintos Camera  Herida arma blanca 

83 05/09/2011 24 Cristian Ibarra  Herida arma blanca 

84 14/09/2011 32 Miguel Quinteros Quinteros  Paro no traumático 

85 15/09/2011 

Instituto 

Virrey del 

Pino Miguel Eduardo Narváez Suicidio 

86 19/09/2011 45 Carlos Ignacio Cruz Aguillon  Herida arma blanca 

87 19/09/2011 32 Daniel Amaya García o Amaya Florez  OMS-24 -Neumonía 

88 20/09/2011 1 Néstor Ramón Maldonado Núñez  Paro no traumático 

89 23/09/2011 AD Jorge Fabián Escalante Fernández  Hepatitis-Cirrosis 

90 26/09/2011 22 Carlos Daniel Díaz Herrera  Respiratorias 

91 29/09/2011 40  Jorge Fernández Silva  Paro no traumático 

92 01/10/2011 5 Héctor Warle Ferreyra  Paro no traumático 

93 01/10/2011 1 Mora Beiro José Carlos PCRNT 

94 01/10/2011 10 Albino Fischer   

95 02/10/2011 9 Luís Bruni Barrionuevo  Tumor pulmonar 

96 04/10/2011 9 Juan Raúl Franco Torrico  Suicidio 

97 05/10/2011 19 Sebastián Alejandro Medina Tumor cerebral 

98 06/10/2011 24 Rodrigo Vargas Albarenga  Paro no traumático 

99 06/10/2011 32  Aníbal Cabrera Valverde  OMS-24-Respiratorias 

100 12/10/2011 17 Cono Serra Rodríguez  Diabetes-Cardiaca-Hipertensión 

101 20/10/2011 44 Carlos Joaquín Medina Cifuentes  Suicidio 

102 20/10/2011 31 Hernán  Gerardo González Alarcón  Suicidio 

103 21/10/2011 24 Roberto Fidel Cano Prieto   Paro no traumático 

104 22/10/2011 5  Roberto Pedro Cáceres Andrada Paro no traumático 

105 28/10/2011 2 Mauricio Ramón Jacinto Adaro  OMS-24 

106 28/10/2011 3 Claudio Guillermo García Nievas  Suicidio 

107 29/10/2011 37 De Francisco Gómez Juan Carlos PCRNT 

108 30/10/2011 23 Claudio Gustavo Chacoma Navarro  OMS-24 

109 01/11/2011 39 Gastón Gabriel Suárez Muñoz   

110 01/11/2011 31 Vaca Preto  Herida arma blanca 

111 04/11/2011 9 Gastón  Rodrigo González Videla   Herida arma blanca 

112 04/11/2011 22 Walter Arnaldo Zapata Anzaroni  ACV 



113 06/11/2011 6 José Héctor Montenegro Aristegui  Paro no traumático 

114 23/11/2011 21  Maximiliano David Silva Batista Herida arma blanca 

115 25/11/2011 2 Ricardo Antonio Duarte Colla  OMS-24 

116 05/12/2011 48 Luís Alberto Molina Medina  Herida arma blanca 

117 05/12/2011 10 Pedro Dos Santos Paro no traumático 

118 07/12/2011 AD  Luís Alberto Ledesma Medina O Zapata  Paro no traumático 

119 07/12/2011 AD Rubén Ledesma González  Paro no traumático 

120 12/12/2011 22  Aldo Omar Luna  Suicidio 

121 12/12/2011 9 Julio César Vega González  OMS-24 

122 15/12/2011 35 Juan Manuel Álvarez Herida arma blanca 

123 16/12/2011 23 Rubén Arroyo Ledesma  Paro no traumático 

124 17/12/2011 36 Walter Ricardo Luna Taulo    Autopsia 

125 25/12/2011 43 Alberto Nicolás Bonabena La Bella  Paro no traumático 

126 28/12/2011 1  Carlos Assan Quiroz OMS-24-Hepatitis 

 




